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EDITORIAL  

Respetables lectores: 

En este número nos permitimos compartirles tres artículos, el primero de ellos, 

de autoría de la suscrita, en el cual expreso los motivos por los cuales, considero 

que la Jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos  Huma-

nos (CIDH), constituye una fuente del Derecho Internacional. 

Mientras que, el segundo de los artículos corresponde al trabajo escrito presenta-

do por el Maestro Carlos Ernesto Torres Flores, Vocal en Materia Aduanera del 

Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y de Aduanas de El Salvador, 

en el Congreso Iberoamericano Tributario, celebrado en la Ciudad de Lima Perú, 

los días 6 y 7 de septiembre de este año, en el marco de los Trabajos realizados 

con motivo del vigésimo segundo aniversario de esta Asociación; en el cual, nos 

comparte una visión general de las probanzas que se desahogan dentro del Pro-

cedimiento Jurisdiccional y en el procedimiento Tributario de su país. 

Finalmente, compartimos con Ustedes el artículo de la autoría del Master Daney 

D. Valdivia Coria, Consejero Directivo de esta Asociación y Director General de 

la Autoridad de Impugnación de Bolivia, en el cual, nos da a conocer los desa-

fíos que enfrenta la Justicia Administrativa en su País, tales como implementar 

la impugnación en línea, lo cual, a su consideración requiere una adecuación de 

las disposiciones legales que regulan la impugnación en fase administrativa, así 

como la implementación de mayores tecnologías de información. 

Esperamos sean de su agrado. 

 

Mag. Dra. Nora Elizabeth Urby Genel  

Secretaria Ejecutiva  

 

Diciembre 2018 
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I. Antecedentes.  
 
El origen de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, debe buscarse invaria-
blemente en la implementación por parte de los Estados Americanos del Sistema 
Interamericano de Protección de Derechos Humanos, el cual surgió como una reac-
ción provocada en el Continente Americano con motivo de la Segunda Guerra Mun-
dial, con la cual se puso en evidencia el alarmante incumplimiento por parte de los 
Estados de otorgar garantías a sus ciudadanos para la protección de sus derechos fun-
damentales.  
 
Así, el 10 de enero de 1945, los Estados Americanos constituidos por Argentina, Bo-
livia, Brasil, Colombia, Chile, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Estados 
Unidos, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Pa-
namá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela, se reunieron en la Ciudad de México, 
para celebrar la Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la 
Paz, en la cual suscribieron la denominada “Acta Chapultepec y la Declaración de 
México”, en las que además de señalar que la paz y la democracia constituían princi-
pios esenciales para normar las relaciones entre los Estados de la Comunidad Ameri-
cana, instauraron un Comité Jurídico Interamericano al cual encomendaron la elabo-
ración de un proyecto de Declaración, que estableciera vínculos más fuertes de soli-
daridad entre los Estados, y se reforzara el sistema de respeto de derechos humanos 
de todos sus ciudadanos. 
 
En ese sentido, dicho proyecto fue presentado por el citado Comité Jurídico Inter-
americano y aprobado por los Estados Americanos en la Ciudad de Bogotá, Colom-
bia, durante la “IX Conferencia Internacional Americana” celebrada el 30 de abril 
de 1948,  bajo la denominación de “Carta de la Organización de los Estados Ameri-
canos (OEA)”, en la que respecto al tema de derechos humanos, en su artículo 3° se 
estableció: “Los Estados Americanos proclaman los derechos fundamentales de la 
persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo”; mientras 
que en el Capítulo IV, titulado “Derechos y Deberes Fundamentales de los Estados”, 
en su numeral 17 se estableció expresamente que el respeto y el libre desenvolvi-
miento de dichos derechos humanos se encontraba a cargo de los Estados, al precisar: 
“Cada Estado tiene el derecho a desenvolver libre y espontáneamente su vida cultu-
ral, política y económica. En este libre desenvolvimiento el Estado respetará los dere-
chos de la persona humana y los principios de la moral universal”. 
 
De esta manera, fue a través de la “Carta de la Organización de los Estados America-
nos (OEA)”, que los Estados Parte con la finalidad de consolidar el continente Ame-
ricano en un marco de institucionalidad democrática, libertad individual y justicia 
social, reconocieron internacionalmente el respeto y libre desenvolvimiento de los 
derechos fundamentales del hombre; no obstante, fue hasta la “Quinta Reunión de 
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores” realizada en Chile en 1959, que 
expresamente se dispuso la creación de una Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, la cual tendría por objeto, la promoción del respeto de los derechos huma-
nos en el Continente Americano; misma que fue formalmente establecida en 1960, 
cuando el Consejo de la Organización aprobó su Estatuto; y fue hasta 1967 a través 
de la “Resolución XXI de la Segunda Conferencia Extraordinaria”, que se autorizó a 
dicha Comisión IDH a examinar la existencia de violaciones a los derechos humanos, 
pudiendo investigarlas e incluso hacer recomendaciones a los Estados Parte.  
 
Sin embargo, la evolución del Sistema de Protección de Derechos Humanos no se vio 
consolidada  sino  hasta  la suscripción de la “Convención Americana sobre Derechos  
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Humanos” o también denominada “Pacto de San José”, realizada el 21 de noviembre 
de 1969, durante la denominada “Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derechos Humanos” celebrada en San José, Costa Rica, a través de la cual se trans-
formó la naturaleza del Sistema de Protección de Derechos Humanos en el Continente 
Americano, el cual descansaba en instrumentos internacionales de naturaleza mera-
mente declarativa, transformándose por uno de carácter convencional y obligatorio. 
Al respecto, esta Convención entró en vigor el 18 de julio de 1978; esto es, casi diez 
años más tarde de su suscripción, cuando se contó con el número de ratificaciones 
necesarias para este efecto, a saber, once ratificaciones según lo establecía su artículo 
74.2. 1 

 
Derivado de lo anterior, se crearon dos órganos de protección de derechos humanos, 
al encontrarse previstos en el artículo 33 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos a saber, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos, a los cuales les fue encomendada la función de 
asegurar el cumplimiento de las obligaciones establecidas por la citada Convención.  
La primera como se dijo, fue creada en 1959, e inició sus funciones en 1960, cuando 
el Consejo de la OEA aprobó su Estatuto y eligió sus primeros miembros.  
 
No obstante, la Corte Interamericana de Derechos Humanos no pudo establecerse y 
organizarse hasta un año después que entró en vigor la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, a saber en 1979.  
 
II. Creación.  
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos fue formalmente instalada en San 
José, Costa Rica, el 03 de septiembre de 1979, posterior a que la Asamblea General de 
la OEA el 01 de julio de 1978, durante el Sexto Período Extraordinario de Sesiones de 
la Asamblea General, aprobara el ofrecimiento formal realizado por el Gobierno de 
Costa Rica, para que la sede de la Corte IDH se estableciera en ese país.  
 
De esta manera, fue durante el Séptimo Periodo Extraordinario de Sesiones que la 
Asamblea General de la OEA, eligió a los siete juristas que la compondrían, a saber 
Thomas Buergenthal, Estados Unidos (1979–1991); Máximo Cisneros Sánchez, Perú 
(1979–1985); Huntley Eugene Munroe, Jamaica (1979–1985); Pedro Nikken, Vene-
zuela (1979–1988); César Ordóñez, Colombia (1979–hasta 10 de marzo de 1982); 
Rodolfo E. Piza Escalante, Costa Rica (1979-1988), y; Carlos Roberto Reina, Hondu-
ras (1979-1985), los cuales tuvieron su primer reunión el 29 y 30 de junio de 1979, en 
la sede de la OEA, en Washington, D.C. 
 
Posteriormente, durante el Noveno Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea 
General de la OEA celebrado en La Paz, Bolivia, en octubre de 1979, fue aprobado el 
Estatuto de la Corte IDH, mediante Resolución No. 448, adoptada por la Asamblea 
General de la OEA, a través de la cual se determinaron entre otros aspectos, su natura-
leza y régimen jurídico, integración, competencia y funciones, así como su sede. 
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1 ARTÍCULO 74. (…) 
2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el depósito de un ins-
trumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados America-
nos. Tan pronto como once Estados hayan depositado sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhe-
sión, la Convención entrará en vigor. Respecto a todo otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ulterior-
mente, la Convención entrará en vigor en la fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhe-
sión.  



 

 

Luego, ya debidamente establecida la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
aprobó su primer Reglamento en julio de 1980, el cual cabe resaltar se inspiró en el 
Reglamento de la Corte Internacional de Justicia (CIJ)2, incluyendo de esa manera las 
normas de su procedimiento; sin embargo, ante la necesidad de agilizar dicho proce-
dimiento, pues existían cuestiones que aún no se encontraban debidamente reguladas, 
entre ellas, la posibilidad que los jueces se excusaran de un asunto, la sustitución de 
los agentes del Estado Parte en el procedimiento, la obligación de los Estados Parte 
de la Convención para cooperar en las diligencias requeridas en un procedimiento, o 
incluso, los requisitos que debía contener la demanda presentada ante la Corte IDH, y 
los plazos para que el Estado Parte en el procedimiento rindiera su informe; la Corte 
IDH aprobó un segundo Reglamento durante su XXIII Período Ordinario de Sesio-
nes, celebrado del 9 al 18 de enero de 1991, el cual entró en vigor el 1° de agosto de 
ese mismo año, y que fue reformado en enero de 1993, en lo relacionado con la po-
testad de la Corte IDH para otorgar medidas provisionales.  
 
Tres años después, el 16 de septiembre de 1996, durante su XXXIV Período Ordina-
rio de Sesiones, celebrado del 9 al 20 de septiembre de 1996, la Corte IDH adoptó su 
tercer Reglamento, el cual entró en vigor el 1° de enero de 1997, y cuya principal 
modificación se encontraba plasmada en el entonces artículo 23, el cual otorgaba a 
las y los representantes de las víctimas o de sus familiares la facultad de presentar, en 
forma autónoma, sus propios argumentos y pruebas en la etapa de reparaciones del 
proceso (prerrogativa que no se encontraba contemplada en las anteriores reglamen-
taciones); lo que se complementó con la diversa reforma aprobada por el Tribunal 
Interamericano de Derechos Humanos el 24 de noviembre del 2000, en el cual se 
estableció (también en el artículo 23) que las víctimas podían contar con dicha auto-
nomía durante todo el procedimiento ante la Corte IDH.  
 
Luego, este Reglamento fue posteriormente reformado por la Corte IDH en su LXI 
Período Ordinario de Sesiones, celebrado del 20 de noviembre al 4 de diciembre de 
2003, en el que se agregó la facultad de las víctimas o sus representantes de solicitar 
directamente medidas provisionales respecto de los casos en trámite ante la Corte 
IDH (artículo 25.3) y la facultad de los beneficiarios de esas medidas de presentar 
directamente ante la Corte IDH sus observaciones al informe rendido por el Estado 
Parte en el procedimiento (artículo 25.6); ordenamiento que fue nuevamente reforma-
do durante el LXXXII Período Ordinario de Sesiones, celebrado del 19 al 31 de 
enero de 2009, en el que entre otras cosas, se estableció la posibilidad para la Corte 
IDH de reunirse en cualquier Estado Miembro de la Convención, ya no solo en cir-
cunstancias excepcionales (como antes se encontraba regulado) sino “cuando lo con-
sidere conveniente” (artículo 13); asimismo, se reglamentó la figura de “amicus cu-
riae”, a través de la cual se otorga la oportunidad procesal a una persona ajena al liti-
gio y al proceso presentado ante la Corte IDH, de intervenir en éste y presentar escri-
tos y/o pruebas sobre el asunto sometido a consideración del Tribunal IDH (artículo 
41).  
 
Finalmente, la reforma más reciente al Reglamento de la Corte IDH fue aprobada en 
el LXXXV Período Ordinario de Sesiones celebrado del 16 al 28 de noviembre de 
2009, el cual entró en vigor el 1 de enero de 2010, y cuyo principal aspecto modificado 
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 2 La Corte Internacional de Justicia es el órgano judicial principal de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), la cual desempeña una doble misión, a saber, el arreglo conforme al derecho internacional 
de las controversias que le sean sometidas por los Estados, y la emisión de dictámenes sobre cuestiones 
jurídicas que le sometan los órganos u organismos del sistema de Naciones Unidas que tengan autoriza-
ción para hacerlo. https://www.icj-cij.org/esLa Corte Internacional de Justicia es el órgano judicial princi-
pal de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la cual desempeña una doble misión, a saber, el 
arreglo conforme al derecho internacional de las controversias que le sean sometidas por los Estados, y la 
emisión de dictámenes sobre cuestiones jurídicas que le sometan los órganos u organismos del sistema de 
Naciones Unidas que tengan autorización para hacerlo. https://www.icj-cij.org/es 



 

 

fue el papel de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el procedimien-
to seguido ante la Corte IDH, otorgándole más protagonismo en el litigio, establecién-
dose que el inicio del procedimiento contencioso ante la Corte IDH se realizaría una 
vez agotado el diverso realizado ante la Comisión IDH y mediante la presentación del 
Informe al que se refiere el artículo 50 de la Convención3, y no así mediante una de-
manda como hasta esa fecha se venía haciendo, con lo que se pretendió afianzar el 
equilibrio procesal entre las partes. 
 
III. Organización.  
 
Ahora bien, en cuanto a la organización de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, su Estatuto dispone en los artículos 1° y 3°, que constituye una institución 
judicial autónoma con sede en San José, Costa Rica, cuyo objetivo es el aplicar e in-
terpretar la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de 
Costa Rica”.  
 
Asimismo, está integrada por siete Jueces nacionales de los Estados miembros de la 
OEA, elegidos de “entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida compe-
tencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el 
ejercicio de las más elevadas funciones judiciales, conforme a la ley del Estado del 
cual sean nacionales o del Estado que los postule como candidatos”4, los cuales serán 
elegidos por los Estados Partes, previo desahogo del procedimiento establecido en el 
artículo 8 y la votación prevista en el numeral 9 ambos del Estatuto de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos, durante la sesión de la Asamblea General de la 
OEA realizada inmediatamente anterior a la expiración del mandato de los Jueces 
salientes.  
 
Luego, el mandato de los Jueces será de seis años y solo podrán ser reelectos una vez, 
con la salvedad que en los casos en los que éstos ya se hubieran abocado al estudio de 
un asunto y éste se encontrara en estado de sentencia, seguirán conociendo del mismo, 
aun cuando hubiera terminado su mandato.5 
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3. Artículo 50 
1. De no llegarse a una solución y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión esta redactará un informe 
en el que expondrá los hechos y sus conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en parte, la opinión 
unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por 
separado. También se agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados 
en virtud del inciso 1.e) del artículo 48.  
2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para publicarlo. 
3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones que juzgue ade-
cuadas.  
 
4 Artículo 52 de la Convención Americana de Derechos Humanos.   
1. La Corte se compone de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la OEA, elegidos a título perso-
nal de entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, 
que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales, conforme a la 
ley del Estado del cual sean nacionales o del Estado que los postule como candidatos. 
2. No puede haber más de un juez de la misma nacionalidad.  
 
5 Artículo 54… 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. Sin embargo, seguirán conociendo de 
los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos no serán 
substituidos por los nuevos jueces elegidos.  



 

 

Los Jueces están siempre a disposición de la Corte IDH, la cual celebrará cada año 
los períodos de sesiones que sean necesarios para el cabal ejercicio de sus funciones, 
mismos que actualmente corresponden a cuatro periodos ordinarios de sesiones al 
año, los cuales son convocados por el Presidente de la Corte IDH o bien, por solici-
tud de la mayoría de los Jueces. Al respecto, debe destacarse que los Jueces no perci-
ben sueldo por el desempeño de sus funciones, pues únicamente reciben un honorario 
por día efectivo de sesiones y un emolumento por las relatorías que realicen, en tanto 
que no son jueces de tiempo completo.  
 
Por otra parte, de conformidad con el artículo 12 del Estatuto referido, el Presidente y 
el Vicepresidente serán elegidos por los Jueces integrantes de la Corte IDH,  por un 
período de dos años, pudiendo ser reelegidos; éstos integrarán además, junto con 
otros Jueces que al efecto designe el Presidente de acuerdo con las necesidades del 
Tribunal IDH, a la Comisión Permanente de la Corte. De igual manera, la Corte IDH 
podrá crear otras Comisiones para tratar temas específicos o de urgencia.6 
 
Asimismo, la Corte IDH se compondrá además por una Secretaría, la cual funcionará 
bajo la dirección de un Secretario y un Secretario Adjunto, quienes darán soporte 
legal y administrativo en su trabajo judicial. El primero de ellos, elegido por la Corte 
IDH en votación secreta, por mayoría de por lo menos cuatro votos, cuyo cargo será 
por un periodo de cinco años, pudiendo ser reelecto; mientras, que el segundo será 
designado por el Secretario General de la OEA, previa propuesta del Secretario de la 
Corte IDH; pudiendo ser removidos ambos funcionarios en cualquier momento si así 
lo decidiere la misma. Por otro lado, dichos funcionarios a diferencia de los Jueces, 
se dedicarán exclusivamente a las actividades de la Corte IDH, teniendo su oficina en 
la sede de la misma; esto es, en la Ciudad de San José, Costa Rica, debiendo asistir 
además a las reuniones que la Corte IDH celebre fuera de su sede. 
 
IV. Atribuciones 
 
En ese entendido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos de conformidad con 
los artículos 62 a 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ejerce 
tres funciones; la primera, Contenciosa, la cual se refiere a la resolución de casos 
sometidos por la Comisión IDH o bien, por un Estado Parte en los que se alegue que 
uno de los Estados Parte ha incurrido en responsabilidad internacional por la viola-
ción de alguno de los derechos consagrados o estipulados en la citada Convención 
ADH, o en otros Tratados de Derechos Humanos aplicables al Sistema Interameri-
cano de Protección de Derechos Humanos, por haber incumplido con sus obligacio-
nes de respetar y garantizar esos derechos. 
 
Al respecto, debe indicarse que este derecho o prerrogativa de someter a considera-
ción de la Corte IDH un determinado asunto, se encuentra limitado solo a los Estados 
Parte que hayan reconocido expresamente como obligatoria de pleno derecho la com-
petencia de la Corte IDH, ya sea en el momento del depósito de su instrumento de 
ratificación o adhesión a la Convención ADH, o bien en cualquier momento posterior; 7 

6 
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6 Artículo 6 de la Convención Americana de Derechos Humanos.  
1. La Comisión Permanente estará integrada por la Presidencia, la Vicepresidencia y los otros Jueces que 
la Presidencia considere conveniente de acuerdo con las necesidades de la Corte. La Comisión Permanen-
te asiste a la Presidencia en el ejercicio de sus funciones. 2. La Corte podrá designar otras Comisiones 
para asuntos específicos. En caso de urgencia, si la Corte no estuviere reunida, podrá hacerlo la Presiden-
cia. 3. Las Comisiones se regirán por las disposiciones del presente Reglamento, en cuanto fueren aplica-
bles.  
 
7 Artículo 62.  
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de 
las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados Partes en el caso ha-
yan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los 
incisos anteriores, ora por convención especial.  



 

 

actualmente, los Estados que han aceptado dicha competencia son veinte, a saber, 
Costa Rica, Perú, Honduras, Ecuador, Argentina, Uruguay, Colombia, Guatemala, 
Surinam, Panamá, Chile, Nicaragua, Paraguay, Bolivia, El Salvador, Haití, Brasil, 
México, República Dominicana y Barbados. 
 
Asimismo, dentro de esta función la Corte IDH tiene la tarea de supervisar el grado de 
cumplimiento de las sentencias emitidas, orientando así las acciones del Estado obli-
gado, lo que evidentemente hace efectivo tanto el derecho de acceso a la justicia de la 
víctima de la violación de derechos humanos, reconocido en el Sistema Interameri-
cano de Derechos Humanos, como el propósito mismo del establecimiento de la Corte 
IDH.  
 
La segunda función se refiere a la facultad que tiene la Corte IDH para dictar medidas 
provisionales en casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario 
evitar daños irreparables a las personas. Al respecto, estos tres requisitos tienen que 
comprobarse lógicamente prima facie, para que la Corte IDH se encuentre posibilitada 
para otorgar estas medidas8; ello, en tanto que las medidas cautelares cumplen dos 
funciones relacionadas con la protección de los derechos fundamentales a saber, una 
función “cautelar”, en el sentido de preservar una situación jurídica bajo el conoci-
miento de la Corte IDH en peticiones o casos; y  la otra, “tutelar” en el sentido de 
preservar el ejercicio de los derechos humanos9.  
 
Finalmente, la tercera función de la Corte IDH trata de la facultad que tiene para re-
solver las consultas que al efecto realicen los Estados Miembros de la OEA, acerca 
de: a) la compatibilidad de las normas internas con la Convención ADH; y b) la inter-
pretación de la Convención ADH o de otros tratados concernientes a la protección de 
los derechos humanos en los Estados Americanos.  
 
Aquí, cabe resaltar que a diferencia de la competencia contenciosa, el derecho de soli-
citar una opinión consultiva no se limita a los Estados Partes de la Convención ADH y 
menos aún a los Estados Parte que hubieran aceptado la competencia de la Corte IDH, 
pues de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos10, todo Estado miembro de la OEA tiene capacidad de soli-
citarla.  
 
Así, delimitadas las funciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para 
el tema que nos ocupa, es necesario abundar respecto de aquella denominada como 
“contenciosa”, pues es precisamente de ésta función que deriva la formación de crite-
rios sobre la interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
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8 Artículo 27 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Medida Provisionales.  
8. En las circunstancias que estime pertinente, la Corte podrá requerir de otras fuentes de información datos 
relevantes sobre el asunto, que permitan apreciar la gravedad y urgencia de la situación y la eficacia de las medi-
das. Para los mismos efectos, podrá también requerir los peritajes e informes que considere oportunos.  
 
9 Sobre las Medidas Cautelares, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, párrafo 9. http://
www.oas.org/es/cidh/decisiones/sobre-cautelares.asp.  
 
10 ARTÍCULO 64  
1. Los Estados Miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la interpretación de esta 
Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados America-
nos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que le compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires.  
2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca de la compatibi-
lidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales.  

http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/sobre-cautelares.asp
http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/sobre-cautelares.asp


 

 

V. Procedimiento Contencioso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
 
En ese sentido, de acuerdo con el artículo 61.2 de la Convención Americana sobre 
Derecho Humanos, solo los Estados Parte (que hayan expresado su sometimiento a la 
competencia contenciosa de la Corte IDH), y la Comisión IDH tienen derecho a so-
meter un caso a la decisión de la Corte IDH; es decir, el Tribunal IDH no puede aten-
der peticiones formuladas por individuos u organizaciones diversas.  
 
De tal manera, que los individuos u organizaciones que consideren que existe una 
situación violatoria de las disposiciones de la Convención ADH y deseen acudir al 
Sistema Interamericano de Protección de Derecho Humanos, deben dirigir sus denun-
cias a la Comisión IDH, la cual de conformidad con el artículo 41 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos tiene como principal función el promover la 
observancia y la defensa de los derechos humanos y servir como órgano consultivo 
de la Organización de los Estados Americanos. 
 
Así, conforme a lo previsto en el artículo 44 de la citada Convención ADH, la Comi-
sión IDH es el órgano competente para conocer de las peticiones que le presente 
cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reco-
nocida que contengan denuncias o quejas de violación a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos por un Estado Parte.11 
 
En ese sentido, el procedimiento seguido ante la Comisión IDH a grosso modo puede 
describirse en los siguientes términos:  
 

 La Comisión IDH recibirá la petición formulada por la persona o grupo de 
personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en la que se ale-
gue que algún Estado Miembro de la OEA ha violado derechos humanos. 

 Una vez recibida la petición, la Comisión IDH analizará e investigará los he-
chos denunciados, solicitando para tal efecto al Gobierno del Estado al que 
pertenece la autoridad señalada como responsable de la violación alegada, 
entregue la información con la cual se pueda verificar la existencia o no de los 
motivos o hechos que sustentan la denuncia.  

 De existir la violación alegada, la Comisión IDH conminará a las Partes intere-
sadas para llegar a una solución amistosa, fundada en el respeto a los derechos 
humanos reconocidos en la Convención ADH. 

 Sin embargo, de no llegarse a un acuerdo amistoso, la Comisión IDH redactará 
un informe en el que expondrá los hechos del caso y sus conclusiones, el cual 
será sometido a la Corte IDH (artículo 35 del RCIDH; 50 CADH), dando con 
ello inicio al procedimiento contencioso seguido ante el Tribunal IDH.  

 
De esa forma, la presentación del caso por parte de la Comisión IDH, a través del 
informe de trato, se notificará a la víctima (artículo 40 del RCIDH), otorgándosele el 
plazo improrrogable de dos meses para presentar su escrito de solicitudes, argumen-
tos y pruebas.  
 
Posteriormente, el Estado Parte en el procedimiento, tendrá cuatro opciones:  
 
 1) Llegar a un acuerdo de solución amistosa con la víctima.  
 
De actualizarse esta opción, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, emitirá 
una “Sentencia de Homologación de Acuerdo de Solución Amistosa” (artículo 63 RCIDH),   
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11 Artículo 44. Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconoci-
da en uno o más Estados Miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que 
contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte. 



 

 

la cual estará supeditada posteriormente al procedimiento de supervisión de cumpli-
miento de sentencia establecido en el artículo 69 del Reglamento de la Corte IDH; 
ello, en el entendido, que los Estados Miembro de la Convención ADH conforme al 
artículo 68 del RCIDH12 asumieron el compromiso de cumplir las decisiones de la 
Corte IDH en los casos que sean Partes, así como con el principio de derecho interna-
cional pacta sunt servanda, según el cual los tratados deben ser cumplidos de buena 
fe.  
 
 2) No interponer excepciones y defensas preliminares. 
 
En este caso, aun cuando no se hubieran interpuesto excepciones y defensas prelimi-
nares, la Corte IDH solicitará a la Comisión IDH, a las presuntas víctimas o sus repre-
sentantes, al Estado demandado y, en su caso, al Estado demandante, su lista definiti-
va de declarantes, en la que deberán confirmar o desistirse del ofrecimiento de las 
declaraciones de las presuntas víctimas, testigos y peritos (artículo 46.1 RCIDH).  
 
Al respecto, el Tribunal IDH podrá hacer observaciones a las listas definitivas de de-
clarantes (artículo 46.2 RCIDH); asimismo, las Partes podrán objetar a los testigos 
(artículo 47 RCIDH), recusar a sus peritos (artículo 48 RCIDH) o bien, sustituir a los 
declarantes (artículo 49 RCIDH).  
 
Una vez hecho lo anterior, la Corte IDH emitirá una resolución en la que además de 
decidir sobre las observaciones, objeciones o recusaciones que se hubieran presenta-
do, definirá; 1) la admisibilidad de los declarantes propuestos; 2) la forma de recep-
ción de las declaraciones; y 3) el objeto de dichas declaraciones. Finalmente, convo-
cará a audiencia pública a las Partes, fijando para tal efecto fecha para alegatos y ob-
servaciones (artículo 50 RCIDH). 
 
Posteriormente, se hará la recepción de preguntas para los declarantes que al efecto 
realicen las presuntas víctimas o sus representantes, el Estado demandado y, en su 
caso, el Estado demandante (artículo 50 RCIDH).  
 
Después, se celebrará la audiencia pública sobre las excepciones preliminares (si las 
hay) y de fondo, así como de reparaciones y costas (artículo 51 RCIDH). Derivado de 
lo anterior, el Tribunal IDH podrá solicitar pruebas para mejor resolver (artículo 58 
RCIDH).  
 
Las Partes podrán presentar sus alegatos finales por escrito, así como la Comisión 
IDH presentará sus observaciones finales (artículo 56 RCIDH); de ser el caso en el 
que las Partes o la Comisión IDH presenten pruebas con sus alegatos finales, se otor-
gará plazo a las diversas Partes para que formulen observaciones respecto a las mis-
mas, así como de las pruebas solicitadas para mejor resolver. 
 
Una vez efectuado lo anterior, la Corte IDH emitirá “Sentencia de excepciones preli-
minares (de haberse presentado), fondo, reparaciones y costas” (artículo 65 RCIDH) 
la cual de conformidad con el artículo 67 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, será definitiva e inapelable, y se procederá a la supervisión de su cum-
plimiento.  
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12 ARTÍCULO 68 1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en 
todo caso en que sean partes. 2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar 
en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado.  



 

 

No obstante, en caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte IDH 
podrá interpretarlo a solicitud de cualquiera de las Partes dentro de los noventa días 
contados a partir de la fecha de notificación del fallo (artículo 67 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos); de ser ese el supuesto, el Tribunal IDH emiti-
rá Sentencia de Interpretación, la cual será objeto del procedimiento de supervisión 
de cumplimiento de sentencia. 
 
Tratándose del procedimiento de supervisión de cumplimiento de sentencia, la Corte 
IDH a fin de verificar el debido cumplimiento de sus fallos, podrá implementar lo 
siguiente: a) solicitará periódicamente al Estado parte en el procedimiento informa-
ción sobre las actividades realizadas en pos de cumplimentar lo ordenado en el fallo 
que se trate; b) recabará las observaciones de la Comisión IDH y de las víctimas o 
sus representantes sobre los informes presentados por el Estado Parte en el procedi-
miento respecto al cumplimiento de fallo (artículo 69.1 RCIDH); en su caso, c) orien-
tará las acciones del Estado Parte en la controversia para que logre lo dispuesto en la 
sentencia; asimismo, en caso de estimarlo pertinente, d) convocará a una audiencia de 
supervisión al Estado Parte y a los representantes de las víctimas a una audiencia para 
supervisar el cumplimiento, en la que se escuchará el parecer de la Comisión IDH 
(artículo 69.3 RCIDH), y; finalmente, e) evaluará, si es que el Estado informó, si 
hubo o no cumplimiento de lo resuelto (artículo 69.4 RCIDH). 
 
Por otra parte, de actualizarse las siguientes opciones:  
 
 3) Reconocer total o parcialmente los hechos o violaciones (artículo 62 
RCIDH). 
 
 4) Interponer excepciones y defensas preliminares (artículo 42 RCIDH). 
 
De igual manera, se llevará el procedimiento como se ha descrito, con la única salve-
dad que después de interpuestas las excepciones preliminares o reconocida de manera 
total o parcial los hechos o las violaciones, y previo a que se solicite la presentación 
de la lista de declarantes, se otorgará el plazo de treinta días a las presuntas víctimas 
o sus representantes, así como a la Comisión IDH para que formulen observaciones a 
las excepciones y/o el reconocimiento esgrimido por el Estado Parte en el procedi-
miento (artículo 42.4 RCIDH). 
 
VI. Efectos de la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
 
En ese sentido, como se aprecia en cada uno de los panoramas que pueden actualizar-
se durante un procedimiento contencioso seguido ante la Corte IDH, confluye un 
elemento en común; esto es, la emisión de una Sentencia por parte del citado Tribu-
nal IDH, a través de la cual externará su decisión sobre el caso, así como sobre las 
reparaciones y costas, que en su caso procedieran, misma que estará vinculada a la 
verificación de su cumplimiento por parte de la Corte IDH como aplicadora e intér-
prete última de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo cual resulta 
lógico, pues necesariamente sus decisiones deben repercutir en la funcionalidad del 
Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, particularmente a tra-
vés del debido cumplimiento y eficacia de sus sentencias.  
 
Ahora bien, es sabido que conforme al artículo 68 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, las sentencias de la Corte IDH vinculan de manera directa para 
su cumplimiento a los Estados que hubieran sido Parte en el procedimiento conten-
cioso que se trate; sin embargo, tratándose de aquellos que no fueron Parte en un 
procedimiento ¿cuál es el grado eficacia o vinculación de una sentencia o jurispru-
dencia del citado Tribunal IDH?  
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Para contestar la anterior interrogante debemos partir del hecho, que una sentencia 
interamericana constituye “cosa juzgada internacional”, debido al carácter inimpugna-
ble de la misma, como lo establece el artículo 67 del “Pacto de San José”, lo que im-
plica que ningún otro Tribunal Internacional o Nacional –incluida la propia Corte IDH
- en otro juicio pueda volver a pronunciarse sobre el objeto del procedimiento conten-
cioso del que versó.  
 
Así, considerando que el fallo emitido por la Corte IDH adquiere la autoridad de cosa 
juzgada internacional, podemos decir que despliega sus efectos en dos dimensiones: 
a) de manera subjetiva y directa hacía las Partes de la controversia internacional, y; b) 
de manera objetiva e indirecta hacía todos los Estados Parte de la Convención ADH.  
 
Tratándose del primer efecto, éste se produce inter partes a través de una vinculación 
total y absoluta por parte de las autoridades del Estado Parte del procedimiento para 
cumplir en su totalidad los términos, consideraciones y efectos del fallo, la cual deriva 
como se precisó, de la obligación establecida en los artículos 67 y 68.1 de la Conven-
ción ADH.  
 
Luego, respecto al segundo de los efectos, que es el que nos ocupa en el presente en-
sayo, puede decirse que corresponde a un efecto erga omnes para los Estados Parte de 
la Convención ADH, en la medida que todos los Estados Parte de la Convención ADH 
y sus correspondientes autoridades nacionales quedan vinculadas al criterio interpreta-
tivo establecido por la Corte IDH (no así a las consideraciones específicas del caso), 
el cual corresponde a un estándar mínimo de protección y garantía de la norma con-
vencional, de conformidad con los artículos 1° y 2°13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 
 
En efecto, la eficacia interpretativa de la Corte IDH se actualiza hacía todos los Esta-
dos Parte al haber suscrito, ratificado o haberse adherido a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, pero particularmente en aquellos que han aceptado la com-
petencia contenciosa de la Corte IDH (artículo 68 de la Convención ADH); ello, pues 
el objeto del citado Tribunal IDH es precisamente el de “interpretar y aplicar “la Con-
vención ADH. 
 
De tal manera, que si una interpretación constitucional o legal en el ámbito interno de 
un Estado Parte de la Convención ADH no se ajusta al estándar interpretativo estable-
cido por la Corte IDH como mínimo para entender como salvaguardado un derecho 
humano contemplado en la Convención ADH o en otro Tratado Internacional, enton-
ces, puede concluirse que existe por parte del Estado un incumplimiento a las obliga-
ciones establecidas en los artículos 1° y 2° de la Convención ADH, al limitar la inter-
pretación realizada por la Corte IDH en perjuicio de la efectividad de un derecho o  
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13 ARTÍCULO 1.- Obligación de Respetar los Derechos 1. Los Estados Partes en esta Convención se compro-
meten a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier otra condición social. 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
 
ARTÍCULO 2.- Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno Si el ejercicio de los derechos y libertades 
mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposicio-
nes de esta convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 
tales derechos y libertades.  



 

 

libertad, lo cual además está expresamente prohibido por el artículo 29 de la misma Convención 
ADH 14. 
 
Es decir, las autoridades de un Estado Parte de la Convención ADH no pueden limi-
tar, so pretexto de la existencia de una disposición interna, la interpretación que la 
Corte IDH ha realizado para garantizar la efectividad mínima de la Convención 
ADH, la cual hay que insistir, los Estados Parte se comprometieron a aplicar.  
 
De esta manera, la eficacia interpretativa de la jurisprudencia de la Corte IDH deriva 
directamente de la obligación de los Estados Parte de la Convención ADH del respe-
to, garantía y adecuación normativa y/o interpretativa que establecen los artículos 1 y 
2 de la Convención ADH; esto es, de la propia eficacia jurídica de dicho instrumento 
internacional que impacta a los Estados por el mero hecho de ser Partes del mismo. 
 
Al respecto, debe puntualizarse que ha sido la propia Corte IDH la que se ha pronun-
ciado en tal sentido, a saber en el Considerando 69 de la Resolución de supervisión 
de cumplimiento de la sentencia en el Caso Gelman vs. Uruguay,  en la que señaló: 
“por el solo hecho de ser parte en la Convención Americana, toda autoridad pública 
y todos sus órganos, incluidas las instancias democráticas, jueces y demás órganos 
vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están obligados por el 
tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes, un control de convencionalidad tanto 
en la emisión como en la aplicación de normas, en cuanto a su validez y compatibili-
dad con la Convención, como en la determinación, juzgamiento y resolución de si-
tuaciones particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio tratado y, 
según corresponda, los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana”.  
 
De lo que se advierte, los jueces nacionales por consiguiente, deben aplicar la juris-
prudencia convencional, incluso en aquellos asuntos en los que no sea Parte en el 
procedimiento el Estado al que pertenecen, pues no debe perderse de vista que lo que 
integra una jurisprudencia es precisamente la interpretación que al efecto realice en el 
caso, la Corte IDH de la Convención ADH, a fin de establecer un estándar mínimo 
interamericano en torno a la aplicabilidad y eficacia de la misma; entenderlo de for-
ma distinta, equivaldría a desconocer los compromisos asumidos por los Estados 
Parte al suscribir, ratificar y/o adherirse a la citada Convención ADH.  
 
En efecto, pues la Corte IDH al ser la interprete última de la Convención ADH de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 61 del citado Pacto15, implica que sus interpre-
taciones adquieren el mismo grado de eficacia del texto convencional. En otras pala-
bras, la norma convencional que deben aplicar los Estados es el resultado de la inter-
pretación de las disposiciones del Pacto de San José16. 

12 

 

 

ASOCIACIÓN IBEROAMERICANA DE TRIBUNALES DE JUSTICIA FISCAL O ADMINISTRATIVA 

 

VALOR JURÍDICO DE LA JURIS-
PRUDENCIA EMITIDA POR LA 
CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS (CIDH) 
COMO FUENTE DEL DERECHO 
INTERNACIONAL EN MATERIA 

DE DERECHOS HUMANOS.  

 

14. ARTÍCULO 29.- Normas de Interpretación Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 
interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce 
y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 
prevista en ella; b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido 
de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea 
parte uno de dichos Estados; c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que 
se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y d) excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la 
misma naturaleza. 
 
15 ARTÍCULO 61. 
1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte. 2. 
Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los procedimientos 
previstos en los artículos 48 a 50. 
 
16. Voto razonada emitido en el Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepciones prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010, párrafo 63.  
16  Voto razonada emitido en el Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepciones prelimi-

nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010, párrafo 63. Voto razona-



 

 

Al respecto, debe precisarse que lo anterior tampoco debe considerarse como una re-
gla absoluta, pues en aquellos casos en los que la interpretación que realice la autori-
dad local de la norma nacional o internacional amplíe la efectividad de un derecho o 
libertad; es decir, amplíe el estándar interpretativo establecido por la Corte IDH, resul-
tará no solo válido, sino incluso obligatorio, que la autoridad nacional del Estado Par-
te de la Convención ADH, aplique aquella interpretación que maximice la efectividad 
del derecho humano que se pretende proteger.  
 
Lo que además, resulta congruente con el “sistema de garantía colectiva” establecido 
en la propia Convención ADH, el cual refiere a la obligación que tienen los Estados 
Parte en su conjunto, de lograr el cumplimiento y eficacia de los pronunciamientos de 
la Corte IDH, y así poder proteger el efecto útil de la Convención ADH, evitando que 
la justicia interamericana se torne ilusoria.  
 
De esa forma, es válido concluir que aun cuando un Estado no formó Parte en un pro-
cedimiento seguido ante la Corte IDH, en el que fue determinado un criterio, por el 
solo hecho de ser Parte en la Convención ADH, se encuentra obligado a observar el 
mismo, no solo porque corresponde al estándar interpretativo mínimo para dar efica-
cia a un determinado derecho, sino porque de conformidad con lo establecido en los 
artículos 1 y 2 de la Convención ADH se comprometió a respetar, garantizar los dere-
chos humanos establecidos en la citada Convención ADH, hasta el punto incluso para 
adecuar en su caso, su sistema normativo/interpretativo.    
 
En efecto, no existen dos tipos de jurisprudencia emitida por parte de la Corte IDH; 
esto es, una dirigida al Estado Parte en el procedimiento, y otra encaminada en gene-
ral a los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; sino 
una sola, que se reitera, se integra por las interpretaciones que la Corte IDH hace al 
Pacto de San José; por consiguiente, los jueces nacionales de cualquier Estado Parte 
de la Convención ADH se encuentran obligados a observarla, aun tratándose de aque-
lla derivada de asuntos en los que no sea Parte el Estado nacional al que pertenecen, 
pues su eficacia y subsecuente vinculación, deriva directamente de eficacia jurídica 
del aludido instrumento internacional que impacta a los Estados por el mero hecho de 
ser Partes del mismo. 
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a) Breves comentarios sobre cronología de procesos jurisdiccionales y del proce-
dimiento tributario-administrativo.  
 
En El Salvador, antes de los acontecimientos creadores de normas jurídicas que más 
adelante se describen,  no existían leyes que de manera uniforme y concordante, tanto 
sustantiva y procesal, legislara con propiedad, sobre la legalidad de los actos de la 
Administración Pública. Por ello, en el año 1979 se promulgó la Ley de la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativo, que estaba inspirada  en una serie de postulados y 
principios del siglo XIX, que establecen un proceso escrito, privado, lento, sin ningu-
na mediación entre las partes, de única instancia y principalmente con postulados y 
tendencias del derecho procesal clásico. 
 
Sin embargo, el derecho procesal se ha transformado y ha dado lugar a una nueva 
gama de instituciones jurídicas que buscan una mejor aplicación de la administración 
de justicia, basado en principios como el de celeridad, inmediación, publicidad, orali-
dad, contradicción y otros, los cuales en su conjunto integran los postulados principa-
les del debido proceso. 
 
Esas nuevas tendencias procesales provocó cambios en unas áreas del derecho en 
particular, tal es así que en el año 1994 se aprobó y entró en vigencia el Código de 
Familia, el cual junto con la Ley Procesal de Familia creó una incipiente estructura 
procesal basada en el sistema por audiencias, e implementando los principios ya 
mencionados para lograr una pronta y cumplida justicia en ese ámbito del derecho.  
Posteriormente, en los años de 1998 y 1999, los cambios le correspondieron a la ju-
risdicción penal, que junto a una reforma del Código Procesal Penal, se implementó 
el sistema por audiencias, para garantizar una administración de justicia rápida y ga-
rante de los intereses y derechos de los intervinientes. 
 
Luego, en el año 2010, continuaron los cambios a la Jurisdicción Civil y Mercantil, 
unificándose la normativa procesal,  y transformarla con base a un sistema por au-
diencias orales, públicas y con una participación activa del funcionario jurisdiccional 
en la tramitación de los procesos civiles y mercantiles, con el único objetivo de brin-
dar una pronta y cumplida justicia conforme lo dispone la Constitución de la Repu-
blica. 
 
Ya con todos los antecedentes mencionados, transcurrieron años de análisis y estudio 
por parte de organizaciones públicas y privadas, inclusive la Asamblea Legislativa, 
quién en el año 2017, por medio del decreto número 760 del día veintiocho de agosto 
del año 2017, decretó la  Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, refor-
mándose así ´los vestigios del derecho procesal clásico, plasmados en la ley de la 
jurisdicción contenciosa administrativa del año 1979, para dar paso a esa  nueva ley,  
que conforme a la experiencia ya relacionada en las áreas de familia, penal, y civil-
mercantil, se pretende implementar todo un sistema por audiencias con el objeto de 
garantizar una verdadera tutela judicial efectiva a favor de los administrados.  
 
 b) Respecto de la prueba. 
 
En el tema probatorio, la jurisdicción contencioso administrativo ha tenido una signi-
ficativa transformación con la nueva ley de la jurisdicción contencioso administrati-
vo, ya que para adecuarse al nuevo sistema por audiencias se ha implementado todo 
una estructura procesal en donde la actividad probatoria juega un papel fundamental 
en las distintas etapas de los procesos contenciosos administrativos. Y es como se ha 
sostenido por el administravista doctor Henry Alexander Mejía, el proceso contencio-
so administrativo, no es una mera revisión respecto de las cuestiones de hecho acon-
tecidas durante la tramitación del procedimiento administrativo, sino que constituye  
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un verdadero proceso con plenitud de garantías para las partes, siendo necesario dis-
cutir tanto los hechos como el derecho, y para tal fin es necesaria la etapa probatoria.1 
 
Al respecto, la ley de la jurisdicción contenciosa administrativa, en adelante LJCA, 
establece en los artículos 3 y 102 todas las actuaciones u omisiones que pueden ser 
objeto de la jurisdicción contencioso administrativo, las cuales según su naturaleza y 
presupuestos a seguir, se tramitaran conforme a las reglas del proceso común, proceso 
abreviado o procesos especiales. De esa manera, de conformidad con el principio de 
defensa y contradicción, al interponer una demanda contenciosa administrativa la par-
te demandante debe ofertar los distintos medios probatorios que pretende utilizar para 
acreditar su pretensión, conforme a los presupuestos procesales indicados en el artícu-
lo 34 y 75 LJCA; de igual manera la parte demandada tiene la oportunidad de ofrecer 
los medios probatorios que utilizara para desacreditar las pretensiones incoadas en el 
plazo que tiene para contestar la demanda conforme lo dispone los artículos 41 y 76 
LCJA3; además en los artículos 42 literal d) y 78 literal d) LJCA4, las partes deben 
proponer en la respectiva audiencia (llámese audiencia inicial o audiencia única) de 
forma oral y pública los medios probatorios útiles, legales y pertinentes sobre los cua-
les el funcionario jurisdiccional deberá admitir o rechazar de forma motivada. 
 
Asimismo, cuando el funcionario jurisdiccional admita la prueba que estime pertinen-
te y útil para el proceso, deberá producirse todos los medios probatorios admitidos en 
audiencia según corresponda, conforme lo disponen los artículos 50, 78 literal e) y 81 
LJCA; finalmente la prueba producida debidamente en audiencia o incorporada al 
proceso deberá valorarse por la autoridad jurisdiccional conforme a los sistemas de 
valoración de la prueba, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 LJCA, los 
cuales dependiendo del tipo de prueba se utilizara el sistema de valoración de la sana 
critica o el de la prueba tasada. 
 
Conforme a las ideas anteriores, se ha expuesto de forma general todo el procedimien-
to probatorio en el proceso contencioso administrativo, el cual se encuentra configura-
do en la misma ley de la materia; no obstante lo anterior, es imperioso advertir que en 
lo que respecta a los principios generales de la prueba, los diferentes medios probato-
rios y las particularidades propias de cada elemento de prueba la nueva ley de la juris-
dicción contencioso administrativo no tiene disposición normativa alguna, por cuanto 
en atención al principio de supletoriedad de normativa procesal, el artículo 123 LJCA, 
remite de manera directa, siempre que sea compatible con la naturaleza de la jurisdic-
ción contencioso administrativo, la aplicación supletoria de las disposiciones del Có-
digo Procesal Civil y Mercantil de la Republica de El Salvador.  
 
El referido Código Procesal Civil y Mercantil, en adelante CPCM, fue aprobado por 
medio de decreto legislativo número 712 del día dieciocho de septiembre del año dos 
mil ocho, publicado en el diario oficial número 24, tomo número 381, del veintisiete 
de noviembre del año dos mil ocho. Dicha normativa procesal está sustentada en una 
serie de principios y postulados regidos por el derecho a la protección jurisdiccional y 
a la tutela judicial efectiva.  
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1 Mejía, Henry Alexander. Manual de Derecho Administrativo. Editorial Cuscatleca, El Salvador, pagina 361.  
 
2 ibídem  
 
3 ibídem  
 
4 ibídem  



 

 

Es así que el artículo 312 CPCM, que regula el derecho de probar indica: "las partes 
tienen derecho a probar, en igualdad de condiciones, las afirmaciones que hubieren 
dado a conocer sobre los hechos controvertidos que son fundamento de la pretensión 
o de la oposición a ésta; a que el juez tenga en cuenta, en la sentencia o decisión, las 
pruebas producidas; y a utilizar los medios que este código prevé, así como aquellos 
que, dada la naturaleza del debate, posibiliten comprobar los hechos alegados"; la 
citada disposición normativa para el autor Juan Carlos Cabañas García regula el dere-
cho subjetivo público de los justiciables que intervienen en el carácter de parte en un 
proceso, cuyo enunciado garantiza: a) Que el derecho a probar se desarrolle en igual-
dad de condiciones; b) Que el derecho a la prueba comprende tanto la admisión de 
pruebas pre-constituidas y la práctica de medios a constituir dentro del proceso; c) 
Que el juez o magistrado jurisdiccional debe valorar de forma efectiva los medios de 
prueba en la sentencia; y d) la prueba tiene que practicarse dentro de la legalidad con 
irrestricto respecto a los derechos subjetivos y procesales de las partes intervinientes5. 
 
De tal manera, que todos los postulados normativos referente a la actividad probato-
ria, deberá remitirse necesariamente a las disposiciones del Código Procesal Civil y 
Mercantil. Dicha remisión normativa no es novedosa, ya el artículo 53 de la derogada 
ley de la jurisdicción contencioso administrativo (1979), en relación con el artículo 
48 inciso 2° del referido cuerpo normativo derogado, establecía la posibilidad de 
aplicar supletoriamente las disposiciones del Código Procesal Civil y Mercantil, sin 
embargo, tomando en cuenta la naturaleza escrita y de no inmediación del proceso 
judicial ya derogado, la prueba por excelencia era la prueba documental.  
 
En ese sentido, de conformidad con los principios de inmediación (art. 200 CPCM) y 
concentración procesal (arts. 201 y 209), relacionado con el artículo 313 CPCM, por 
regla general, en la jurisdicción contencioso administrativo, los medios probatorios 
que pueden producirse en la audiencia son todos los legalmente admitidos en la ley, y 
conforme a lo establecido en el artículo 123 LJCA ya relacionado y artículo 330 
CPCM los medios de prueba que las partes pueden utilizar en la nueva configuración 
del proceso contencioso administrativo son los siguientes:  
 
1. Prueba instrumental. Ar t 331 al 343 CPCM; en sus ambas modalidades, tanto 
los documentos públicos, entendidos estos como los expedidos por notario que da fe 
y por los emitidos por autoridad o funcionario público en el ejercicio de su función 
(art 331 CPCM); así como los documentos privados que son aquellos cuya autoría es 
atribuida a los particulares (Art 332 CPCM).  
 
La fuente de prueba la constituye el documento, y el medio de prueba es la presenta-
ción del documento al proceso contencioso administrativo6; respecto al ofrecimiento 
y proposición de los documentos, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 288 
CPCM, la prueba documental debe presentarse con la demanda o con la contestación 
de la demanda, correspondiendo una carga procesal de las partes, su inobservancia 
puede dar lugar a la imposibilidad de su incorporación al proceso por preclusión. 
 
Sobre la valoración de la prueba, el artículo 416 inciso segundo CPCM, se indica que 
se valorara la prueba conforme al valor tasado.  
 
2. Declaración de parte. Art 344 al 353 CPCM; en sus diversas modalidades, es 
decir, la declaración de propia parte, que es cuando la parte interesada solicita se le 
reciba la declaración personal sobre los hechos objeto de prueba (Art 344 CPCM); y 
la declaración de parte contraria, que se da cuando la parte interesada solicita al juez 
que la parte contraria rinda su declaración sobre los hechos controvertidos (Art 345 
CPCM) 
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6 Aroca, Juan Montero. La Prueba en el Proceso Civil. Quinta edición, 2007. Páginas 298  



 

 

Sobre el presente medio probatorio la nueva LJCA regula una regla especial, que indi-
ca lo siguiente: Art 52 inciso segundo: """…En ningún caso podrá pedirse declaración 
de parte a la autoridad demandada… """ . Conforme al artículo anterior se entenderá 
que la parte demandante en ningún momento podrá hacer uso de la declaración de 
parte contraria cuando se trate de la autoridad demandada. De tal forma que la única 
modalidad admitida seria la declaración de propia parte siempre que acredite la perti-
nencia y utilidad de la prueba propuesta.  
 
3. Interrogatorio de Testigos. Ar t. 354 al 374 CPCM. Dicha prueba, puede ser  
admitida también en un proceso contencioso administrativo, en sus diversos tipos, 
tanto el testigo común, quien ha presenciado un hecho; un testigo con conocimiento 
especializado (Art 358), y hasta un testigo menor de edad (Art 355 inciso final) de 
forma excepcional. 
 
Asimismo se aplican las reglas del CPCM respecto del testigo de referencia (Art 357 
CPCM), el cual no se encuentra permitido legalmente.  
 
4. Prueba Pericial. Ar ts. 375 al 389 CPCM. Por medio de dicho medio probato-
rio, se pueden proponer tanto el peritaje de parte como el peritaje judicial; con el pri-
mero, la parte proponente presenta el dictamen pericial elaborado por el perito y si la 
parte contraria lo estima pertinente puede convocarse al mismo para que brinde expli-
caciones sobre la pericia realizada. Y respecto del perito judicial, es el juez quien lo 
nombra en el momento oportuno para que emita una opinión técnica sobre un punto 
discutido en el proceso, el cual rendirá su respectivo dictamen y podrá ser citado a la 
audiencia de prueba para que brinde explicaciones sobre la pericia realizada.  
 
5. Reconocimiento judicial. Ar t. 390 al 395 CPCM. De igual manera se puede 
solicitar la práctica de reconocimiento judicial ya sea a personas, objeto o un inmue-
ble dependiendo de lo que se pretenda probar.  
 
6. Finalmente se tiene Los medios de reproducción del sonido, voz o de la imagen y 
almacenamiento de información que se encuentran regulados en el artículo 396 
CPCM, cuando sean pertinentes y útiles.  
 
b) El Procedimiento Administrativo Tributario.  
 
La administración de los tributos que ingresan al Fondo General de la Nación, está a 
cargo de la Dirección General de Impuestos Internos que, cuyo nombre lo indica, ges-
tiona lo relacionado con los tributos internos, como serían: Impuesto sobre la Renta, 
Impuesto a la Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios; Im-
puesto sobre la Transferencia de Bienes Raíces; Impuesto sobre productos del tabaco; 
Impuesto a la Producción y Comercialización del Alcohol  y de las Bebidas Alcohóli-
cas, entre otros, y la Dirección General de Aduanas, que administra los tributos exter-
nos. 
 
Por razones pragmáticas, solamente me referiré a la prueba en los procedimientos 
administrativos vinculado a los tributos internos, que también aplicaría a los procedi-
mientos aduaneros.  
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Bajo esa idea, tenemos que el procedimiento administrativo en materia tributaria ---
tributo interno---, se encuentra expresamente reglado en el Código Tributario y en la 
Ley de Organización y Funcionamiento del Tribunal de Apelaciones de Impuestos 
Internos y Aduanas. 
 
Para establecer la auténtica situación tributaria de los sujetos pasivos, la Administra-
ción tributaria inicia el procedimiento de fiscalización con un auto de designación de 
auditores, quienes son los encargados de fiscalizar a los contribuyentes mediante 
compulsas, requerimientos, llamamientos e inspecciones al contribuyente para verifi-
car el estricto cumplimiento de la normativa tributaria. Producto de la fiscalización, si 
los auditores encuentran incumplimientos tributarios, plasman su investigación en un 
documento denominado informe de auditoría, el cual contiene todos los hallazgos 
encontrados por los auditores en la fiscalización. 
 
Una vez emitido el informe de auditoría, la Administración Tributaria debe notificar 
el referido documento y se le concede la oportunidad al contribuyente para debatir 
los hallazgos cuestionados y a la vez pueda presentar los medios probatorios que esti-
me oportunos. Concluida dicha etapa la Administración Tributaria emite la resolu-
ción definitiva de liquidación oficiosa de tributos o imposición de sanciones que debe 
ser notificado al contribuyente. 
 
Con la notificación de la resolución definitiva emitida por la Administración Tributa-
ria, los contribuyentes tienen quince días hábiles para interponer el recurso de apela-
ción ante el Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y Aduanas, quien 
tramitara el recurso a través de un procedimiento administrativo el cual concluye con 
la emisión de la sentencia correspondiente, agotando así la vía administrativa en ma-
teria tributaria.  
 
 b.1) Pruebas admisibles ante la Administración Tributaria.  
 
El derecho a probar es uno de los postulados del debido procedimiento legalmente 
configurado, que no solo opera en materia jurisdiccional, sino que también es de apli-
cación directa en el procedimiento administrativo, que tiene por finalidad principal 
dotar de validez los actos administrativos dictados por la Administración Tributaria. 
El referido derecho se encuentra reglado en el artículo 4 literal b) del Código Tributa-
rio salvadoreño, en sus diferentes dimensiones, desde el ofrecimiento y aportación de 
la prueba hasta la valoración y mérito de los medios probatorios propuestos por las 
partes en el momento oportuno para ello.  
 
La misma normativa tributaria dispone los momentos en los cuales se puede ejercer 
el derecho a probar ya anteriormente señalado, indicando al respecto en el artículo 
202 del Código Tributario, ya sea en el desarrollo del procedimiento de fiscalización, 
inspección o control y/o dentro de la etapa de audiencia y apertura a prueba concedi-
das en el procedimiento de liquidación oficiosa o de imposición de sanciones para 
desvirtuar los hallazgos advertidos en el procedimiento de fiscalización o en su caso 
para acceder a las atenuantes que dispone el artículo 261 del Código Tributario.  
 
El artículo 37 del mismo cuerpo normativo de igual manera reafirma lo ya estableci-
do y consigna el derecho a ejercer los medios de pruebas permitidos por la normativa 
tributaria, los cuales se encuentran regulados a partir del artículo 200 del Código Tri-
butario, aportando la prueba pertinente y que la Administración Tributaria debe valo-
rar motivadamente.  
 
Al respecto, los medios probatorios que regula el Código Tributario son los siguientes:  
 
- La Confesión (artículo 204 Código Tributario)  
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- Prueba documental (artículos 205 al 208 Código Tributario) 
- Prueba Contable (Artículo 209 y 210 Código Tributario) 
- Prueba pericial de terceros (Artículo 211 Código Tributario) 
 
Sobre los otros medios de prueba, no contemplados anteriormente el artículo 200 del 
Código Tributario, dispone que serán admitidos todos los medios de prueba validos en 
derecho, es decir, el anterior listado no es de naturaleza taxativa, sin embargo en mate-
ria tributaria está prohibida de manera expresa la prueba testimonial, en sus diversos 
tipos y bajo cualquier modalidad, sea por medio de un testimonio directo de un tercero 
o que se presente prueba donde se documente una declaración de tercero. Los únicos 
dos casos en donde se admite la prueba testimonial son, cuando estamos en presencia 
de desviación de poder o notoria inmoralidad administrativa que produzcan vicios en 
el acto administrativo y en consecuencia lo invaliden. 
 
A raíz de lo anterior, los medios de prueba permitidos por la normativa tributaria son 
los siguientes:  
 
  1. PRUEBA POR CONFESIÓN.  
 
La confesión constituye una especie del género declaración de parte. A su vez esta 
tiene distintas modalidades, tales como la judicial, la extrajudicial, la espontánea y la 
ficta o rendida en rebeldía. 
 
Doctrinariamente es definida como la declaración formulada por quien es parte en el 
proceso, sobre hechos personales o de su propio conocimiento, desfavorable al confe-
sante y favorable a la otra parte. Según el doctor Manuel Ossorio, confesión es la 
“declaración que, sobre lo sabido o hecho por él, hace alguien voluntariamente o pre-
guntado por otro”’. 
 
El objeto de la confesión  versa sobre hechos pasados, personales, desfavorables al 
confesante y favorables a la otra parte, pero además la confesión debe versar sobre 
hechos: I) controvertidos, pues no cabe producir prueba alguna sino sobre hechos res-
pecto de los cuales no hubiere conformidad entre las partes; II) verosímiles, o sea con-
formes a las leyes de la naturaleza; III) no excluidos expresamente por la ley como 
materia de confesión.  
 
Sobre dicho medio probatorio, el contribuyente puede prestar confesión del hecho 
gravado, a favor del fisco, tanto dentro del acertamiento tributario, como fuera de él. 
La figura de la Confesión en el Código Tributario se encuentra establecida en el ar-
tículo 204, y la define como “…las manifestaciones exentas de vicio que mediante 
escrito dirigido a la administración tributaria, haga el sujeto pasivo, en forma volunta-
ria ó a requerimiento de la administración tributaria, en la cual se debe de declarar la 
existencia de un hecho cierto de cuya ocurrencia se derive un perjuicio para él”.  
 
Esta manifestación tiene una característica esencial, que se realiza mediante escrito, 
en donde el sujeto pasivo manifiesta si existe o no un hecho que a futuro genere un 
perjuicio para él; dicha confesión, como se materializa a través de un escrito, el cual al 
momento de ser valorado por el juez, éste deberá determinar la autenticidad o no del 
mismo y constituye prueba plena, como un documento privado, emitido por un parti-
cular en el que se establece la existencia o no de un hecho que al momento de ser va-
lorado constituye plena prueba.  
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  2. PRUEBA DOCUMENTAL  
 
Doctrinariamente entendemos por documento: “toda cosa que sea producto de un 
acto humano, perceptible con los sentidos de la vista y del tacto, que sirve de prueba 
histórica indirecta y representativa de un hecho cualquiera”7. 
 
La prueba documental conforme lo dispone el artículo 331 y 332 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, son: 
 
a) Documento Público. 
 
Es aquel en cuya confección interviene en todo o en parte un funcionario o autoridad 
pública, o en su caso un fedatario público como es el notario. 
 
b) Documento Privado. 
 
Es aquel en cuya redacción exclusivamente participan sujetos privados. 
 
El Código Tributario, reconoce en su artículo 205 que los contribuyentes podrán in-
vocar como únicos documentos que constituyen prueba, los de carácter público es 
decir, aquellos emitidos por la Administración Tributaria, siempre que se individuali-
cen y se indique su fecha, número y oficina que los expidió. Y en tal caso la Admi-
nistración Tributaria deberá pedir una compulsa de dicho documento, el cual deberá 
inspeccionarlo y tomar copia de lo conducente o pedir que la oficina donde esté ar-
chivado certifique sobre los pasajes pertinentes. 
 
Para establecer la eficacia probatoria de la prueba instrumental se debe de tomar en 
cuenta su categoría y así definir cuándo es un instrumento público o privado; en el 
artículo 341 del Código Procesal Civil y Mercantil, se regula el valor probatorio de 
este tipo de instrumentos y establece que los instrumentos públicos, constituyen prue-
ba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que documenten, de la fecha y 
personas que intervienen en el mismo, así como el fedatario o funcionario que lo ex-
pide. 
 
Asimismo, El artículo 206 del Código Tributario establece: “para que procedan las 
deducciones de las erogaciones que se respalden con contratos éstas deberán asentar-
se contablemente de conformidad a las estipulaciones convenidas por las partes…”, 
ello significa que los sujetos pasivos para poder acceder a las deducciones que la ley 
regula, en los diferentes tributos regulados en la normativa tributaria, debe poseer la 
documentación idónea y cumplir con los requisitos que la misma normativa establece 
para cada tipo de deducción en atención a la naturaleza de cada tributa, y así la Ad-
ministración Tributaria tendrá la certeza, con la vista y examen de los documentos de 
las deducciones que el sujeto pasivo se haya efectuado en un determinado ejercicio o 
período de imposición.  
 
De igual manera, cuando se trae de documentos provenientes del extranjero, se debe 
cumplir con requisitos especiales de validez, los cuales se encuentran regulados el 
artículo 333 y 334 del Código Procesal Civil y Mercantil; es de hacer notar, que care-
cen de valor probatorio los documentos provenientes del extranjero en idioma distin-
to al oficial o cuando no esté debidamente apostillado, ya que eso imposibilita a la 
Administración Tributaria, a conocer el contenido del mismo y la correcta verifica-
ción de los mismos; dicha circunstancia es común en la práctica, ya que muchos de 
los sujetos pasivos residentes en El Salvador realizan operaciones o prestan servicios 
con entidades no domiciliadas.  
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  3. PRUEBA CONTABLE 
 
La prueba contable, puede ser idónea para la valoración de hechos económico-
financieros, para las cuestiones y circunstancias litigiosas que tengan un contenido 
económico y que requieran un análisis objetivo tanto para fijar indemnizaciones como 
para establecer una exacta valoración de bienes y derechos en litigio. 
 
El artículo 209  del Código Tributario dispone que los libros de contabilidad de los 
contribuyentes constituirán elemento de prueba siempre que sus asientos estén sopor-
tados con las partidas contables que contengan la documentación de respaldo que per-
mita establecer el origen de las operaciones registradas. Dicha particularidad deviene 
de las obligaciones formales que tiene el contribuyente de llevar registros contables y 
de hacerlo conforme a la normativa tributaria y técnica.  
 
De manera general, la contabilidad constituye la columna vertebral de los contribu-
yentes, dicho de otra manera, es el mecanismo más idóneo que tiene la Administra-
ción Tributaria para conocer la auténtica situación tributaria y financiera de un contri-
buyente y así determinar las actividades económicas y el respectivo cumplimiento de 
la norma jurídica.  
 
El Código Tributario prevé una situación especial que se puede dar al momento de 
valorar la prueba contable; en el artículo 210 DEL Código Tributario, se establecen 
tres situaciones específicas en las que puede darse contradicciones en la información 
proporcionada por el sujeto pasivo, y así es como este artículo regula la preferencia en 
materia probatoria y se establecen las siguientes situaciones:  
 

 En primer lugar, Cuando exista contradicción entre la información suministrada 
en las declaraciones de impuestos y la obtenida de los estados financieros del 
sujeto pasivo; prevalecerá la segunda respecto de la declarada. 

 

 En segundo lugar, la información contenida en los libros contables prevalecerá 
respecto de la consignada en los estados financieros; y 

 

 En tercer lugar, la información de los soportes contables prevalece de la compren-
dida en los libros de contabilidad. Éstas tres situaciones son sin perjuicio de la 
información que hubiera sido desvirtuada por otro medio de prueba; es decir que 
deben de cumplirse tal y como se establece sino no tendrá relevancia jurídica.  

 
Dicha situación refleja la importancia que tiene la contabilidad en el procedimiento de 
fiscalización, ya que constituye el instrumento fehaciente para conocer de las opera-
ciones económicas relevantes para efectos tributarios que el contribuyente ha realiza-
do en un determinado período o ejercicio de imposición.  
 
  4. PRUEBA PERICIAL DE TERCEROS 
 
La prueba pericial es el medio por el cual personas ajenas a las partes, que poseen 
conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o profesión y que han sido previa-
mente designado en un proceso determinado, perciben, verifican hechos y los ponen 
en conocimiento del juez, y dan su opinión fundada sobre la interpretación y aprecia-
ción de los mismos, a fin de informar la convicción del magistrado, siempre que para 
ello se requieran esos conocimientos.  
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La doctrina define a la prueba pericial como una actividad procesal realizada por una 
o varias personas expertas en materias no jurídicas, quienes elaboran y transmiten al 
juzgador una información especializada, tendiente a permitirle obtener conocimiento 
y apreciación de algunos hechos relevantes en el proceso. 
 
La prueba pericial procede según el artículo 211 del Código Tributario cuando la 
administración tributaria la requiera, es decir en los procesos de liquidación oficiosa 
del impuesto, teniendo la colaboración de expertos en determinada ciencia o arte, y 
se nombrará como perito a la persona o entidad especializada en la materia; enten-
diéndose de lo anterior que únicamente procede la prueba pericial en el procedimien-
to de liquidación oficiosa del impuesto.  

 
La normativa tributaria dispone la posibilidad de utilizar el medio probatorio, sin 
embargo solo será cuando sea necesario por la complejidad de la situación sujeta a 
fiscalización o por materias que son especiales, como es el caso de las telecomunica-
ciones, energía eléctrica, entre otros.  
 

b.2) Pruebas admisibles ante el Tribunal de Apelaciones de los Impues-
tos Internos y de Aduanas.  

 
En El Salvador, en materia tributaria cuando la Administración Tributaria utiliza sus 
potestades de fiscalización, verificación, inspección y control y emita resoluciones 
definitivas de liquidación de oficio de tributos o imposición de sanciones, el contri-
buyente tiene el derecho a escuchar una segunda opinión de un ente administrativo 
superior en grado dotado de potestades de control de las actuaciones de la administra-
ción tributaria. 
 
Dicho ente, se denomina Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y Adua-
nas, el cual fue creado por medio del decreto legislativo número 135  del dieciocho 
de diciembre del año mil novecientos noventa y uno y publicado en el Diario Oficial 
número 242 tomo número 313 del día veintiuno de diciembre de mil novecientos 
noventa y uno. 
 
El referido Tribunal tiene competencias determinadas en la Ley de Organización y 
Funcionamiento del Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y Aduanas, 
constituyéndose en el único Ente Administrativo a nivel nacional  con la potestad de 
conocer de los recursos de apelación interpuestos por los contribuyentes en contra de 
las resoluciones definitivas emitidas por la Dirección General de Impuestos Internos 
en materia de liquidación de oficio de tributos e imposición de sanciones, así como 
de las resoluciones emitidas por la Dirección General de Aduanas en materia de li-
quidación de oficio de tributos, imposición de sanciones, valoración aduanera, clasi-
ficación arancelaria y origen de las mercancías, inclusive aquellos actos administrati-
vos relacionados con los regímenes, trámites, operaciones  y procedimientos regula-
dos en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA) y su Reglamento, 
o cuando se deniegue total o parcialmente el recurso de revisión.  
 
El referido recurso de apelación, es parte del derecho que tienen los contribuyentes 
de impugnar las resoluciones definitivas emitidas por la Administración Tributaria y 
Aduanera (art. 4 literal b) número 6 del Código Tributario).  
 
Tal recurso está compuesto de una serie de etapas administrativas, las cuales se van agotando de 
manera sucesiva con o sin la intervención del contribuyente, ya que el Tribunal posee amplias 
facultades de control e inspección de las actuaciones de la Administración Tributaria en cuanto a 
verificar la legalidad de su actuar. Naturalmente, en la etapa de apelación, el contribuyente tiene la 
posibilidad de aportar los medios probatorios que estime pertinentes para probar los extremos de 
su solicitud, para lo cual conforme lo dispone el artículo 4 de la Ley de Organización y Funciona-
miento del referido Tribunal.  
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En general, son admisibles todos los medios probatorios que regula el Código Tributa-
rio, y a los cuales ya se ha hecho referencia, sin  embargo, el artículo 202 del Código 
Tributario, que dentro del trámite del recurso de apelación  se podrá aportar pruebas 
que hayan sido producidas y valoradas ante la Administración Tributaria en el proce-
dimiento de fiscalización o en la etapa de liquidación oficiosa de tributos, pero ade-
más establece que de forma excepcional podrán proponerse y producirse medios pro-
batorios que no fueron ofrecidos en la Administración Tributaria, cuando se justificare 
ante la Oficina Fiscal como no disponibles. 
 
De igual manera el Artículo 6 de la Ley de Organización y Funcionamiento del Tribu-
nal, indica que dentro del régimen probatorio el Tribunal valorara la prueba que haya 
sido ofrecida oportunamente ante la Administración Tributaria, asimismo podrá cono-
cer de pruebas que hayan sido rechazadas en el procedimiento de fiscalización cuando 
la Administración Tributaria no las haya valorado correctamente y únicamente podrá 
conocer de prueba nueva cuando el contribuyente demuestre su no disponibilidad 
oportunamente ante la Administración Tributaria, lo cual será valorado por el Tribunal 
sobre su admisibilidad o no. La potestad conferida por el artículo 6 de la Ley de Orga-
nización y Funcionamiento del Tribunal limita el actuar del Ente Contralor a verificar 
o controlar las actuaciones de la Dirección General, es decir si las determinaciones de 
tributos o imposición de sanciones se encuentra conforme a la normativa tributaria, 
esto incluye una revisión exhaustiva de la documentación y justificaciones aportadas 
por el demandante en todo el procedimiento de liquidación oficiosa de tributos e im-
posición de sanciones, pues constituyen las etapas oportunas para los administrados 
de desvirtuar los hallazgos determinados por la Oficina Fiscal. 
 
Sin embargo, si el contribuyente no aporta en el momento oportuno la prueba con la 
que pretende desvirtuar lo determinado por la Administración Tributaria, debe en su 
caso justificar su no disponibilidad, ya que de no aportar los elementos probatorios en 
la etapa correspondiente, la Administración Tributaria puede emitir resoluciones defi-
nitivas basado en prueba o información incompleta, lo cual obstruiría la correcta apli-
cación de las potestades de la Administración Tributaria. 
 
Asimismo el artículo 5 de la Ley de Organización y Funcionamiento del Tribunal, 
regula una potestad a cargo del referido Tribunal, para poder ordenar diligencias para 
mejor proveer y así dilucidar cualquier duda u oscuridad que se pueda presentar en la 
tramitación de los recursos de apelación que los contribuyentes interpongan; es por 
ello que de forma motivada el Tribunal podrá ordenar de oficio inspecciones, exhibi-
ción de documentos o contabilidades, practica de valúos o cualquier otra diligencia 
que sea necesaria para esclarecer los puntos reclamados. 
 
El Tribunal como ente contralor de la legalidad de las resoluciones emitidas por la 
Administración Tributaria debe garantizar el respeto de los derechos y garantías que 
amparan al contribuyente en la tramitación del recurso de apelación, y eso incluye el 
derecho de defensa y a proponer todos los medios probatorios que estimen los contri-
buyentes pertinentes y útiles. 
 
Después una breve descripción de la prueba en los procedimientos administrativos-
tributarios, no está demás agregar que el día 15 de diciembre del año 2017 se decretó 
la Ley de Procedimientos Administrativos, publicado en el Diario Oficial el 13 de 
febrero del año 2018, que estará vigente a partir del 14 de febrero de 2019.  
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Dicha Ley contiene reglas claras y uniformes para toda la Administración Pública, 
sin perjuicio de  la especialidad propia de  algunas materias, (tributaria para nuestro 
caso), que modernizará  el actuar de las Administraciones Públicas y las simplifica, 
dotándola de mayor eficacia. 
 
El artículo 106 de dicha ley –aún no vigente---, confirma lo ya expuesto, siendo lo 
novedoso que establece que en los procedimientos de carácter sancionador, los he-
chos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes, vincularán a la 
Administración Pública, respecto de los procedimientos sancionadores que substancie.  
 
La prevalencia o vinculación de los criterios jurisdiccionales respecto de los adminis-
trativos siempre ha sido así pero vía jurisprudencia, pero del año 2019 ya tiene cate-
goría de un derecho expreso.  
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Resumen 
 
El presente documento sistematiza el estado, desafíos y convivencia de los medios de 
impugnación en Bolivia, destacando la celeridad del proceso y el resguardo al dere-
cho de ambas partes y busca dar un desafío futuro en pro de la modernización de la 
impugnación en ambas vías a través de la implementación de la impugnación en lí-
nea,  
 
Clasificación JEL: K34, K40 
 
Palabras Clave: Código Tributario, impugnación administrativa, procedimiento juris-
diccional  
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I. INTRODUCCIÓN 
 
En principio tenemos que mencionar que la búsqueda de Justicia Tributaria en Boli-
via se enmarca bajo el principio de ubi ius, ibi remedium porque en el marco de la 
convivencia de dos medios de impugnación donde el sujeto pasivo puede buscar ha-
cer valer sus derechos, la propia norma asegura los tres aspectos del mencionado 
principio: a) se ejerce el derecho cuando existe el medio de impugnación (dos vías en 
el caso boliviano), b) que los medios de reclamación o impugnación aseguren la pro-
tección de los derechos de manera efectiva en plazos razonables (una de las vías 
cumple este presupuesto) y c) que la protección de estos derechos puede causar la 
anulabilidad o nulidades de los actos emanados por las administraciones tributarias. 
 
La normativa vigente, plasmada en el Código Tributario Boliviano (CTB) permite la 
revisión de los actos administrativos de naturaleza tributaria a través de dos vías: la 
administrativa y la judicial. Dando de esta forma oportunidad a los Administrados de 
solicitar revisión de los actos de la Administración Tributaria, en aquellos aspectos 
que ellos consideren lesivos a sus legítimos intereses y que estén contrapuestos con 
lo establecido por el CTB y la Constitución Política del Estado. 
 
Este derecho a la impugnación o reclamación en vía administrativa es posible cuando 
se desconoce un derecho subjetivo del recurrente; así como cuando se viola un inte-
rés legítimo. 
 
La impugnación en sede administrativa tiene como propósito el garantizar en doble 
instancia un debido proceso a través de la emisión del Recurso de Alzada y Jerárqui-
co. Así mismo, asegurando que los administrados o sujetos pasivos tengan acceso a 
este derecho a nivel nacional.  
 
II. CONVIVENCIA DE LAS VÍAS DE IMPUGNACIÓN 
 
En principio es necesario mencionar que en todo procedimiento administrativo, éste 
se rige por plazos procesales ineludibles tanto para el juez administrativo, como para 
recurrentes que optaron por esta vía; sin embargo de la aplicación de principios gene-
rales en búsqueda de dirimir o resolver un determinado acto, en este caso emanado 
por las Administraciones Tributarias. En el caso boliviano los principios contenidos 
en el artículo 4 de la Ley de Procedimiento Administrativo (LPA) son amplios; sin 
embargo también el reglamento del cuerpo legal, Decreto Supremo N° 27113 
(RLPA), artículo 73 establece cumplir los plazos establecidos bajo responsabilidad 
para los servidores públicos.  
 
En este sentido, desde el momento de la presentación del Recurso de Alzada en pri-
mera instancia, hasta su culminación, la autoridad administrativa (en primera instan-
cia) tiene en promedio 100 días para la emisión de un fallo en primera instancia, des-
tacando que entre los plazos intermedios ambos administrados, el contribuyente y la 
administración tributaria, tienen un término probatorio y otro de presentación de ale-
gatos, estos últimos, como manda el Código Tributario Boliviano (CTB) pueden ser 
de forma oral o escrita, velando de esta forma un debido proceso que se libre de ma-
nera imparcial. 
 
Asimismo, bajo el principio de doble instancia, la normativa prevé la interposición 
del Recurso Jerárquico, que salvaguardando los principios establecidos en el CTB y 
LPA, cuidando lo establecido en el RPLA, resuelve impugnaciones contra las Reso-
luciones de Alzada emitidas en primera instancia.  
 
Las fuentes normativas en materia de resolución de controversias en materia tributa-
ria, se encuentran en dos cuerpos legales:  
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 Como se trata de un procedimiento administrativo que dirime cuestiones de índo-
le tributaria con relación a actos definitivos por las administraciones tributarias, la 
primera fuente de derecho son las Leyes N° 2492 y N°3092. Donde, del primer 
cuerpo legal dedica sus artículos 131 al 144, en términos generales a la resolución 
de recursos impugnados contra las actuaciones de las Administraciones Tributa-
rias. Y el procedimiento para el conocimiento y resolución de los Recursos de 
Alzada y Jerárquico en los artículos 193 al 220. En tanto el proceso contencioso 
administrativo, en el artículo 2, párrafo primero de la Ley 3092, abre la posibili-
dad de interposición de un contencioso administrativo  bajo las reglas estableci-
das en el Código de Procedimiento Civil, entre los artículos 778 al 781. 

 En la Ley 1340, la impugnación de los actos administrativos se realiza a través de 
la interposición de un contencioso tributario contenido en el título V del cuerpo 
legal, procedimentalmente del artículo 227 al 302. Obteniendo una sentencia en 
primera instancia, que puede ser apelable en una segunda instancia y finalmente 
llevada a un recurso de casación. 

 
De los puntos anteriores, y luego del análisis de la normativa correspondiente se ob-
serva que el proceso de impugnación en sede administrativa versus la jurisdiccional es 
más beneficiosa en plazos procesales por el cumplimiento estricto de los tiempos pe-
rentorios establecidos en la normativa tributaria. 
 
Por otro lado, si bien es cierto que hoy, por efecto de la sentencia 967/2014 se elimina 
la figura del solve et repete, que fue introducida a través de la Ley 212. La elimina-
ción de esta figura permite que el contribuyente pueda acceder  de manera gratuita a la 
vía jurisdiccional, sin embargo, esta cuenta con plazos distintos, por lo que la resolu-
ción del caso puede dilatarse más allá de una gestión fiscal. 
 
Por otro lado, por los mecanismos de información introducidos en la vía administrati-
va permiten entre otros: 
 

 Realizar seguimiento en línea a los trámites ingresados, observando la instancia o 
fase en que se encuentra el proceso. 

 

 Estar seguros que el bajo el principio dispositivo, en la vía administrativa se cui-
dará los aspectos formales y dispuestos en la normativa tributaria sin poner en 
riesgo los derechos para con el contribuyente y las administraciones tributarias  

 
III. EFICIENCIA EN TIEMPOS DE EMISIÓN DE RESOLUCIÓN 
 
Ambos casos poseen tiempos establecidos según lo dispuesto en las Leyes N° 1340 
(contencioso tributario), N° 2492 y N° 3092 (impugnación en vía administrativa).  
 
 III.1. TRAMITACIÓN EN INSTANCIA ADMINISTRATIVA 
 
  1. Recurso de Alzada 
 
Constituye la primera instancia en fase administrativa donde se puede realizar una 
reclamación. De acuerdo al artículo 131 y 196.I del CTB, el Recurso de Alzada es la 
primera vía que tiene el contribuyente para pedir que las actuaciones finales de las 
Administraciones Tributarias (Servicio de Impuestos Nacionales, Aduana Nacional y 
que hayan violado algún  derecho consagrado en la Constitución Política del Estado o  
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normativa vigente tributaria, por ejemplo: no reconoce o vulnera algún derecho o la 
determinación de la deuda tributaria, no cumple con lo establecido por la normas.  
 
El Recurso de Alzada puede ser interpuesto o presentado ante las Autoridades Regio-
nales de Impugnación Tributaria (ARIT) de La Paz, Cochabamba, Santa Cruz, Chu-
quisaca o en las Oficinas Departamentales correspondientes. 
 
De acuerdo al artículo 131, segundo párrafo, 195 y 199, la interposición del Recurso 
de Alzada tiene efecto suspensivo y en tanto la Resolución de Alzada no adquiera 
condición de firme no constituye título de Ejecución Tributaria.  
 
Actos impugnables ante las Autoridades Regionales de Impugnación Tributaria  
 
Conforme el último párrafo del Art. 143, este recurso tiene que ser interpuesto en el 
plazo máximo de 20 días calendario, de acuerdo al Art 206, y perentorios a partir de 
la notificación de la Administración Tributaria con el acto administrativo hacia el 
contribuyente. 
 
En este sentido, según el Art. 143 del CTB, constituyen actos definitivos:  
 

 Resolución determinativa 

 Resolución sancionatoria 

 Resolución que denieguen solicitudes de exención, compensación, repetición o 
devolución de impuestos 

 Resoluciones que exijan restitución de lo indebidamente devuelto en los casos de 
devoluciones impositivas 

 Actos que declaren la responsabilidad de terceras personas en el pago de obliga-
ciones tributarias o en lugar del sujeto pasivo  

 
La impugnación de estos actos deben estar conforme al Art. 197 del CTB, con carác-
ter particular e identificando a (los) sujeto(s) pasivo(s); actos que tienen que estar 
relacionados a algún tributo nacional, departamental, municipal; sea impuesto, tasa, 
patente o contribución especial, excepto las de seguridad social. Sin embargo, el Art 
4 de la Ley 3092 incorpora otros actos administrativos susceptibles de impugnación 
ante la Autoridad de Impugnación Tributaria:  
 

 Aquellos que rechacen la solicitud de presentación de Declaraciones Juradas 
Rectificatorias. 

 

 Aquellos que rechacen la solicitud de planes de facilidades de pago. 
 

 Aquellos que rechacen la extinción de la obligación tributaria por prescripción, 
pago o condonación. 

 

 Otros actos definitivos de carácter particular emitidos por las Administraciones 
Tributarias.  

 
Asimismo, el Art 195.II del CTB indica que actos no se constituyen impugnables: 
 
- Medidas internas, preparatorias de decisiones administrativas (incluyendo informes 
y vistas de cargo). 
 
- Otras medidas (incluidas las medidas precautorias que se adopten  a la ejecución 
tributaria) 
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- Ni contra los contenidos en el Art 108 del CTB 

 Títulos de ejecución tributaria 

- Ni contra los autos que se dicten a consecuencia de las oposiciones descritas en el 
parágrafo II del Art 109 

 Causales de suspensión  para la ejecución fiscal 
 

Procedimiento en la tramitación del Recurso de Alzada 
 
Inicio de trámite. Dentro del plazo previsto en el Ar t. 143 del CTB, una vez pre-
sentado el Recurso de Alzada conforme los requisitos establecidos en el Art. 198.I; de 
acuerdo al Art. 198.II y 218.a; la Autoridad Regional de Impugnación Tributaria u 
Oficinas Departamentales, dictarán mediante Auto el rechazo, observación o admisión 
en el plazo de 5 días de recepcionado el recurso de impugnación. 
 
Si el recurso presentado es observado, la ARIT u Oficina Departamental procederá 
conforme lo dispuesto en el Art. 198.III, cuando se considere que no es suficiente. 
Una vez notificado con el Auto, el recurrente tendrá el término improrrogable de 5 
días para subsanar o aclarar lo solicitado. La notificación se realizará en Secretaría de 
Cámara de la ARIT u Oficina Departamental respectiva. En caso de que el concurren-
te no asista a su notificación en Secretaría de Cámara, se dará por notificado y se de-
clarará el rechazo del recurso; así mismo, si éste no subsana la omisión, se procederá 
de la misma forma, conforme el Art. 90 y 205 del CTB.  
 
Cuando el recurso es aceptado, este será puesto en conocimiento de la Respectiva 
Administración Tributaria conforme lo prevé el Art. 218.b en el marco del Art 205.  
Cuando la A.T. sea notificado con la admisión del Recurso de Alzada, ésta tiene 15 
días para aceptar o rechazar (total o parcialmente) el acto impugnado, y debe enviar a 
la ARIT todos antecedentes, si no se cumple el plazo, de oficio se iniciará el proceso, 
Art. 218.c  
 
Término de prueba. Después de vencido el plazo para la contestación, según lo 
dispuesto en el Art. 218.d se abre el término de prueba de 20 días comunes y perento-
rios para el recurrente y la administración tributaria recurrida; pudiendo aumentar 
pruebas que consideren necesarias, pero que se encuentren comprendidas en los pro-
cedimientos para el efecto. El plazo correrá a partir del día siguiente a la última notifi-
cación con la providencia en Secretaría de Cámara correspondiente.  
 
Plazo para la emisión de resolución. Concluido el plazo de fase de presentación 
de pruebas, el tiempo para emisión de la resolución de Alzada está de acuerdo al Art 
210.III, 40 días siguientes a la conclusión del periodo de prueba. De acuerdo al pará-
grafo II del artículo 210, 20 días dentro de este plazo de emisión corresponden a la 
presentación de alegatos en conclusiones, fase que corresponde para que el contribu-
yente o la administración Tributaria presente argumentos en los que fundamenta el 
motivo de impugnación, o se ratifique el acto de la Administración Tributaria.  
 
Los alegatos pueden presentarse de forma escrita o verbal, para este último efecto, se 
procederá de acuerdo a las normas establecidas en el Art 208, a través de la realiza-
ción de una audiencia pública.  
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Audiencia Pública. De acuer do al Ar t 208, en el Recurso de Alzada, 15 días des-
pués del término de prueba concluido, la audiencia pública:  
 

 Podrá realizarse antes de que se dicte resolución. Dicha audiencia se limitará a 
puntos específicos que la Autoridad de Impugnación indique, donde ambas par-
tes podrán presentar documentos adicionales probatorios a los ya presentados, 
relativos al punto de impugnación 

 Podrá efectuarse en cualquier oficina a criterio de la Autoridad de Impugnación. 

 Se llevará a cabo con la presencia de ambas partes o una de ellas, donde se po-
drán aportar informes técnicos, estudios especializados u otros. 

 Ambas partes tendrán el mismo lapso de tiempo y el número de veces que esta-
blezca la Autoridad que está prescindiendo la Audiencia. 

 Se realizará en horas hábiles, prorrogables a criterio de la Autoridad. 

 La inconcurrencia de una de las partes no suspenderá la audiencia. En caso justi-
ficado, y con anterioridad a la audiencia, podrá reprogramarse dentro de los 10 
días siguientes, caso contrario a criterio de la Autoridad se celebrará dentro de 
los siguientes 5 días. 

 Se elaborará el acta correspondiente a la audiencia  
 
Contenido de las Resoluciones. En el marco de lo establecido en el Ar t 211 del 
CTB las resoluciones deberán ajustarse a: 
 

 Lugar, fecha de emisión y firma de la Autoridad respectiva. 

 Con relación a la fundamentación, deberán sustentarse a los hechos, anteceden-
tes y normativa aplicable. La resolución contará con un informe técnico jurídico 

 La Autoridad de Impugnación, podrá basar la resolución en el informe o apartar-
se de manera fundamentada  

 
La resolución que resuelva el Recurso de Alzada, así como el Jerárquico, en función 
a lo dispuesto por el Art 212 podrá ser: 
 

 Revocatoria total o parcial. En el primer caso cuando se deja sin efecto todo el 
acto administrativo; y en el segundo caso, cuando se deja sin efecto una parte del 
acto impugnado. 

 Confirmatoria. Ratifica la resolución de la Administración Tributaria impugnada 

 Anula los obrados hasta el vicio más antiguo, con el objetivo de subsanar o co-
rregir errores de procedimiento  

 
Rectificación y aclaración 
 
Acorde con el Art 213, si lo consideran necesario, a partir de la notificación con la 
Resolución de Alzada, cualquiera de las dos partes tiene 5 días para solicitar una rec-
tificación o aclaración. Esta solicitud estará en el marco de subsanar cualquier error 
material, aclaración de concepto obscuro; sin alterar lo sustancial o que se supla cual-
quier omisión en que se hubiera incurrido sobre alguna de las pretensiones deducidas 
o discutidas.  
 
Una vez recibida la solicitud, esta será resuelta en el término de 5 días y se dará res-
puesta con un Auto que absuelva de manera positiva o negativa la solicitud plantea-
da. La solicitud de rectificación y aclaración (para el caso de Alzada) interrumpirá el 
plazo para la presentación del Recurso Jerárquico hasta fecha de notificación con el 
auto. Agotándose de esta forma la vía administrativa en primera instancia.  
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2 Procedimiento en la tramitación del Recurso Jerárquico 
 
Inicio de trámite. De acuerdo al Ar t 144, quién considere que el Recur so de Alza-
da lesiona sus derechos, en el plazo de 20 días después de la última notificación prac-
ticada por la emisión del Recurso de Alzada, sea con la notificación de la misma o con 
la notificación del Auto de Complementación y enmienda; puede interponer de mane-
ra fundamentada un Recurso Jerárquico contra la Autoridad Regional que emitió el 
Recurso de Alzada. La presentación de este Recurso puede ser presentado por el suje-
to pasivo, tercero responsable  y/o las administraciones tributarias, según lo dispuesto 
por el Art 219. a) 
 
Si la interposición fuese presentada fuera de plazo, en el marco de lo estipulado en el 
Art. 198. IV, esta deberá ser rechazada. En este caso, hará conocer su auto y funda-
mentación a la AGIT en el plazo perentorio de 3 días. 
 
La interposición del Recurso Jerárquico se presenta ante la ARIT que emitió el RA o 
en las oficinas departamentales de la ARIT a través de la presentación de una carta o 
memorial, de acuerdo con lo dispuesto en el Art 198. I y Art 204. 
 
En este sentido, la interposición del Recurso Jerárquico suspende la decisión de la 
ARIT hasta que se emita la correspondiente Resolución Jerárquica en el marco de lo 
establecido por los Art 195.III y IV y 199. 
 
Si la presentación del Recurso Jerárquico fuese observado por incumplimiento de 
alguno de los requisitos del Art 198.I, conforme lo dispuesto por el Art 198.III y 219. 
b),  este será notificado dentro de los 5 días siguientes, para que se disponga su subsa-
nación  o aclaración en el término improrrogable de 5 días, a partir de su notificación.  
 
Conforme lo establece el CTB una vez subsanado el Recurso Jerárquico: 
 

 Conforme el Art. 219. b), la Autoridad Regional, a partir de la notificación con el 
auto de admisión del acto impugnado, en el plazo perentorio de 3 días tiene que 
elevar un informe a la Autoridad General de Impugnación Tributaria, adjuntando 
los antecedentes de dicha resolución, debiendo inhibirse de agregar consideracio-
nes adicionales como respaldo de su decisión. 

 En el marco de lo establecido en el Art 219.c), una vez recibido el expediente en 
Secretaría de la Autoridad General de Impugnación Tributaria, en el plazo de 5 
días se deberá dictar el decreto de radicatoria.  

 
Término de prueba. En este Recurso, conforme lo establece el Ar t 219.d), las 
pruebas de reciente obtención serán presentadas dentro del plazo de 10 días improrro-
gables después de la fecha de notificación del Admisión del Recurso Jerárquico. 
 
Plazo para la emisión de Resolución. Concluido el plazo de presentación de pruebas 
de reciente obtención, de acuerdo al Art 210.III se abrirá el plazo de 40 días para la 
emisión de la respectiva resolución, mismo que podrá ser ampliado por única vez por 
el mismo término. 
 
Conforme lo estipulado por el Art 210.II, los primeros 20 días corresponden a alegatos 
en conclusiones, mismos que pueden ser presentados por escrito o verbalmente,  argumentos  
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presentados por una de las partes para que sean considerados al momento de redactar 
las resolución, quedado los siguientes 20 días para la emisión de la Resolución Jerár-
quica. 
 
De igual forma que en las resoluciones de alzada, el contenido de las Resoluciones se 
enmarca conforme lo dispuesto en el Art 211 del CTB, ajustándose al siguiente con-
tenido mínimo: 
 

 Lugar, fecha de emisión y firma de la Autoridad respectiva. 

 Con relación a la fundamentación, deberán sustentarse a los hechos, anteceden-
tes y normativa aplicable. La resolución contará con un informe técnico jurídico 

 La Autoridad de Impugnación, podrá basar la resolución en el informe o apartar-
se de manera fundamentada 

 
Una vez cumplido el plazo, la resolución que resuelva el Recurso de Jerárquico, en 
función a lo dispuesto por el Art. 212 podrá ser: 
 

 Revocatoria total o parcial. En el primer caso cuando se deja sin efecto todo el 
acto administrativo; y en el segundo caso, cuando se deja sin efecto una parte del 
acto impugnado. 

 Confirmatoria. Ratifica la resolución de la Administración Tributaria impugnada 

 Anula los obrados hasta el vicio más antiguo, con el objetivo de subsanar o co-
rregir errores de procedimiento  

 
Rectificación y aclaración 
 
Acorde con el Art 213, si lo consideran necesario, a partir de la notificación con la 
Resolución de Alzada, cualquiera de las dos partes tiene 5 días para solicitar una 
Rectificación o aclaración. Esta solicitud estará en el marco de subsanar cualquier 
error material, aclaración de concepto obscuro; sin alterar lo sustancial o que se supla 
cualquier omisión en que se hubiera incurrido sobre alguna de las pretensiones dedu-
cidas o discutidas. 
 
Una vez recibida la solicitud, esta será resuelta en el término de 5 días y se dará res-
puesta con un Auto que absuelva de manera positiva o negativa la solicitud plantea-
da. La solicitud de rectificación y aclaración (para el caso de Alzada) interrumpirá el 
plazo para la presentación del Recurso Jerárquico hasta fecha de notificación con el 
auto. Agotándose de esta forma la vía administrativa en primera instancia.  
 
III.2 TRAMITACIÓN VÍA CONTENCIOSO TRIBUTARIO 
 
En virtud a la Ley N° 2492, de fecha 02 de agosto de 2003, en su disposiciones final novena, que 
disponía la abrogación de la Ley N° 1340 de 28 de mayo de 1992 para dar paso sólo a la impug-
nación por vía administrativa, esta fue restituida por Sentencia Constitucional No 0009/2004 de 
fecha 28 de enero de 2004, donde se dispone que el proceso tributario debe desarrollarse en el 
ámbito jurisdiccional ante el Juez Administrativo, Coactivo Fiscal y Tributario.  
 
En este sentido, a la fecha conviven los dos procesos, uno vía administrativa y otro vía Procedi-
miento Contencioso Tributario, contenido este último en el Título VI, Artículos 214 al 302 de la 
Ley 1340, de 28 de mayo de 1992. Así también ha establecido la SS.CC. No 0535/2005-R de 18 
de mayo de 2005, en el punto 111.2, al señalar que "LA IMPUGNACIÓN DE LOS AUTOS 
ADMINISTRATIVOS ANTE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL POR VÍA DEL CON-
TENCIOSO TRIBUTARIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 174 DEL CTB SE ENCUEN-
TRA PLENAMENTE VIGENTE", cuyo tratamiento estará acorde con el contenido de las 
SS.CC. 0009/2004 y 076/2004, y de las SS.CC. 018/2004 y 029/2004.  
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Inicio de trámite.  
 
En el marco del art. 227 de la Ley Nº 1340, se tiene que la demanda contencioso tri-
butaria tiene que ser presentada directamente al Tribunal Fiscal en la ciudad de La Paz 
dentro de los 15 días siguientes al de la notificación con el acto definitivo de la Admi-
nistración Tributaria a partir del día y hora de su notificación al interesado, hasta la 
misma hora del día de vencimiento del plazo. Esta reclamación según los dispuesto en 
el art 174 tiene que ser por quien tenga un interés legal. Sin embargo, si el interesado 
reside en el extranjero y no tiene representante legal en el país, el término para presen-
tar la demanda será de 60 días en la jurisdicción donde se emitió la Resolución a ser 
reclamada. 
 
Asimismo, la opción del interesado puede utilizar una de las dos vías: 1) Recurso de 
revocatoria ante la autoridad que dictó la resolución. Cuando este haya sido rechazado 
se interpondrá ante la instancia jerárquica superior y en su ultima instancia ante el 
Ministerio de Finanzas y, 2) Acción ante la autoridad jurisdiccional que se sustanciará 
con arreglo a lo dispuesto en el procedimiento contencioso tributario establecido en el 
Título VI de la Ley 1340. 
 
La interposición de la demanda contenciosa tributaria suspende la ejecución tributaria 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 231 de la Ley 1340. Los requisitos para la 
presentación del contencioso tributario siguen las reglas establecidas en el artículo 
228:  
 
a. Que sea presentado por escrito en papel sellado con los timbres de Ley 

b. El nombre completo del actos y domicilio 

c. La designación de la administración o ente demandado 

d. Que se adjunte fotocopia legalizada de la resolución o acto impugnado, o se seña-
le el archivo o lugar en el que se encuentra 

e. Que se acompañe el poder de representación en juicio y los documentos justifica-
tivos de la personería del demandante 

f. Los fundamentos de hecho y derecho, en los que se apoya la demanda, fijando 
con claridad lo que se pide 

 
Una vez presentado al tribunal, éste analiza la misma y tiene dos opciones: i) Admitir-
lo y correr en traslado a la administración tributaria y ii) declararlo insuficiente u obs-
cura. 
 
Si se declara insuficiente u obscura, el contribuyente o sujeto pasivo, una vez preveni-
do por la Sala donde se presentó el contencioso tributario, tendrá que completar o 
aclarar la demanda dentro del plazo improrrogable de 6 días, en otro caso ésta será 
rechazada, debiendo el respectivo tribunal declarar la ejecutoría del acto administrati-
vo impugnado.  
 
Cuando la demanda es admitida, conforme el Art. 232 de la Ley N°1340 se determina 
la suspensión de la ejecución del acto o resolución impugnados, y es trasladada a la 
Administración Tributaria. La entidad estatal puede presentar u oponer excepciones 
dilatorias en el plazo de 5 días de acuerdo al artículo 237 de la Ley 1340, teniendo que 
presentarse todas al mismo tiempo antes de la contestación:  
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a. La falta de personalidad del actor por carecer representatividad frente al acto o 
resolución de la Administración, es decir que sean los sujetos pasivos legítima-
mente activados o responsables legalmente designados, por falta de personería, 
insuficiencia o legalidad del poder 

b. Falta de personalidad en el demandado por carecer de representación 

c. Litispendencia en otra o misma sala del tribunal  

d. Obscuridad en la demanda 

e. Falta de competencia del tribunal  
 
Una vez presentado las excepciones dilatorias, ésta se va en traslado para que sea 
contestada en el plazo de 3 días. Con la contestación al traslado se dictará resolución 
en 48 horas, artículo 239. El auto que resuelva la excepción devolutoria será apelable 
sólo en el efecto devolutivo en el plazo de 3 días. 
 
Si la excepción fuere rechazada, artículo 241, se conminará a la Administración Tri-
butaria que conteste dentro de los siguientes 5 días al de notificación de auto o providencia.  
 
Una vez que la demanda es respondida se adjunta los antecedentes administrativos, 
incluyendo en la respuesta los requisitos de forma y fondo exigidos por la demanda, 
en cuanto fueran aplicables. De acuerdo al artículo 242 se puede solicitar excepcio-
nes perentorias en los siguientes aspectos: 
 
a. Vencimiento de los plazos para la interposición del contenciosos tributario 

b. Cosa juzgada, ya sea la anterior acción por sentencia ejecutoriada en el fondo de la causa o 
por deserción o desistimiento 

c. Haberse expedido nota de crédito a reconocimiento de crédito sobre la obligación objeto o 
materia de la demanda 

d. Haberse acogido a otro recurso administrativo de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 174  
 
Las excepciones perentorias se podrán interponer en cualquier estado del proceso y 
serán resueltas en la causa principal en la sentencia. 
 
Adicionalmente, de acuerdo al artículo 260 se dispone el dictar medidas precautorias, 
como embargos preventivos, secuestros y otros, cuando la autoridad administrativa 
demandada observe que exista riesgo para la percepción de los créditos fiscales por 
concepto de tributos o intereses.  
 
En el marco del artículo 262, la demanda y el correspondiente auto de admisión serán 
notificados personalmente. Las demás actuaciones y sus providencias serán notifica-
das en estrados de los tribunales, artículo 263. 
 
Una vez recepcionada la respuesta a la demanda, se abre el término probatorio de 30 días impro-
rrogables, donde ambas partes pueden presentar las pruebas pertinentes con relación a la validez o 
nulidad del acto o resolución impugnada, los medios de prueba se encuentran descritos entre los 
artículos 266 al 273. Adicionalmente, ambas partes pueden presentar alegatos por escrito u orales 
bajo las reglas formuladas en el artículo 268.  
 
Asimismo, se podrá interponer incidentes de previo y especial pronunciamiento para 
los siguientes casos: 
 

 Acumulación de Autos 

 Nulidad de actuaciones procesales 

 Excusas o recusaciones de los Jueces y Magistrados 
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En relación a la acumulación, los artículos 245, 246 y 267 permiten invocarlo si exis-
tieren uno o más procesos sobre el mismo punto. Estos serán acumulados de oficio o a 
petición de parte por el Juez que conoció la demanda en primera instancia. En este 
caso, no se permitirá la acumulación de acciones después de contestada la demanda. 
Se resolverá en el término de 3 días mediante Auto, contra el que no procede recurso 
alguno. Mientras se resuelva la acumulación, se suspenderán los juicios restantes. 
 
Con relación a la nulidad de las actuaciones, el artículo 248 de la Ley 1340, serán 
consideradas nulas de pleno derecho las que hayan quebrantado u omitido los requisi-
tos y formalidades exigidas, en este caso las impugnaciones de las diligencias y actua-
ciones tienen que presentarse por escrito  y acompañando pruebas, mismo que será 
resuelto en el término de tres días. 
 
Finalmente con relación a las excusas o recusaciones, surgen cuando: exista parentes-
co con el demandante hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; 
por ser dueño, director, socio, gerente o administrador de la empresa o firma deman-
dante; por tener interés directo en el proceso o tenerlo sus parientes, hasta el segundo 
grado de consanguinidad y primero de afinidad; por haber intervenido como asesor, 
perito, testigo, tutor o curador en la emisión o ejecución de la resolución impugnada; 
por amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes; por haber pre-
juzgado sobre el resultado de la causa antes de dictar sentencia. 
 
Sentencia en primera instancia 
 
Una vez concluida el término de prueba, se decretará autos, citadas las partes para 
asistencia y dentro de los 10 días siguientes se formulará el proyecto de sentencia, 
artículo 275. Una vez vencido el plazo de 10 días el Presidente de Sala señala día y 
hora para reunión reservada, donde el magistrado relator hará la relación del expe-
diente y leerá el proyecto de sentencia, artículo 277. 
 
La sentencia emitida por el tribunal, que declare probado o improbado la resolución o 
actos administrativos, tienen que contener expresamente el monto de la deuda tributa-
ria o de la sanción, motivo por el cual se está en controversia; así como la orden diri-
gida a la autoridad administrativa para que cumpla el fallo o realice las liquidaciones 
o adecuaciones respectivas de las gestiones, conceptos y montos establecidos, en el 
marco de lo dispuesto en el artículo 281.  
 
Asimismo, conforme lo dispone el artículo 282 cuando la sentencia declare nulidad a 
algún punto de la actuación procesal, se limitará a reponer el procedimiento al vicio 
más antiguo. En otro caso cuando exista ineficiencia del acto o resolución administra-
tiva, se tiene que indicar en qué términos se tiene que dictar una nueva sentencia.  
 
La sentencia notificada no podrá ser sustituida, modificada y concluye la competencia 
del tribunal con relación al caso. De acuerdo al artículo 196 inc. 2, dentro de las 24 
horas se puede solicitar complementación y enmienda sin alterar lo sustancial del fa-
llo. 
 
Desistimiento y sus efectos.  
 
Si el demandante decide ya no continuar con la demanda contenciosa administrativa, 
está producirá los siguientes efectos:  
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 El actor podrá desistir de su demanda en cualquier estado del juicio.  

  Si la demanda se hubiese iniciado por dos o más interesados, el desistimiento 
sólo afectará a aquellos que lo hubieran formulado. El desistimiento será forma-
lizado por escrito por el interesado o su apoderado con facultad expresa. 

 Presentado el desistimiento, el Tribunal declarará concluido el procedimiento sin 
lugar a ulteriores trámites, ordenando el archivo de obrados y la ejecutoria del 
acto administrativo.  

  El desistimiento formulado en segunda instancia respecto de la apelación, cau-
sa la ejecutoria de la sentencia apelada.  

 
De la deserción y caducidad de las acciones.  
 
La deserción se produce por el abandono de la acción por el tiempo de treinta (30) 
días desde la última notificación. Esta es una figura que actualmente se encuentra 
plasmada como perención de instancia según el Código de Procedimiento Civil y el 
actual Código Procesal Civil lo denomina Inactividad Procesal. 
 
El Juez declarará la caducidad de la instancia a gestión de parte o de oficio, a solo 
vencimiento del plazo anterior. El auto emitido declarará ejecutoriada la sentencia de 
primera instancia y ordenará su ejecución coactiva.  
 
Segunda instancia - recurso de apelación. 
 
Si el fallo en primera instancia no colma las expectativas del contribuyente o de la 
Administración Tributaria, éste puede ser apelado en el término de 10 días de acuer-
do a lo dispuesto en los artículos 220.I.1 y siguientes del Código de Procedimiento 
Civil. Una vez que se acepta la apelación, se emite un auto de concesión con efecto 
suspensivo y se dicta radicatoria a cargo del TDJ. De acuerdo al artículo 232, ambas 
partes tienen 5 días para la presentación de pruebas de reciente obtención que no ne-
cesitan juramento o pedir apertura de plazo probatorio. Asimismo, conforme manda 
el Código de Procedimiento Civil, también pueden pedir que se devuelva el proceso 
al inferior, si es que se concedió indebidamente la apelación, en este caso la orden 
emanada será que se rectifique el error y proceda conforme a Ley.  
 
El plazo probatorio no será mayor a 20 días: i) siempre y cuando ambos actores estén 
de acuerdo, ii) Cuando las pruebas no hubieran sido ofrecidas en primera instancia en 
los plazos previstos y que las causas no sean imputables a los que las ofrecieron, iii) 
cuando versare sobre hechos ocurridos, pero solamente para demostrarlos o desvir-
tuarlos, iv) cuando no se presentó por fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de la 
parte contraria. 
 
Concluido el periodo de prueba, de acuerdo al Parágrafo II del artículo 233, antes de 
dictar el decreto de autos para la resolución, el juez o tribunal puede disponer que se 
produzcan las pruebas que estime convenientes.  
 
Vencidos los plazos descritos, se decreta oficio autos para resolución, artículo 234. 
Antes de la resolución ambas partes pueden presentar alegatos por escrito o de mane-
ra verbal. El auto de vista que constituye la resolución, de acuerdo al artículo 236 
tiene que ceñirse a los puntos resueltos por el inferior y que hayan sido objeto de 
apelación. El auto de vista emitido podrá ser: i) confirmatorio total, con costas en 
ambas instancias, ii) confirmatorio parcial, sin costas, iii) revocatorio total o parcial, 
sin costas y iv) anulatorio o repositorio, con responsabilidad al inferior. En caso de 
que ambas partes sean los apelantes, no existirá condenación en costas.  
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La notificación se realiza según lo dispuesto en el artículo 238 CPC, es decir por tur-
nos. Quedando el expediente en manos de ambas partes para que  ambos lados pue-
dan hacer uso de sus derechos en el marco del artículo 239 del CPC. Esta explicación 
y complementación se la tiene que realizar dentro de las 24 horas siguientes. 
 
Tercera instancia 
 
O bien llamado recurso de casación, es interpuesto dentro del plazo de 8 días desde 
la notificación con el auto de vista. Este recurso, es un recurso extraordinario de puro 
derecho, que busca invalidar una sentencia o auto definitivo en los casos expresa-
mente señalados por Ley. De acuerdo al artículo 250, la casación se puede presentar 
en el fondo o en la forma o al mismo tiempo ambos.  
 
Según el artículo 255, en el caso del contencioso tributario,  este recurso de casación, 
se dará lugar contra las siguientes resoluciones: i) Autos de vista que resuelvan una 
apelación, ii) autos de vista que resolvieren una declinatoria de jurisdicción, decidie-
ren una excepción de incompetencia o anularen el proceso, iii) autos de vista referen-
tes a autos interlocutorios que pusieren término al litigio, iv) sentencias definitivas 
pronunciadas en primera instancia por las cortes superiores de distrito.  
 
Asimismo la presentación del recurso de casación no impedirá cumplir la sentencia 
de primera instancia en todas sus partes. Una vez presentado, artículo 259, este co-
rre en traslado para que el plazo de 8 días realice su contestación. La admisión es 
realiza mediante  auto y con o sin respuesta  se remite al Tribunal Supremo de Justi-
cia en el plazo máximo de 15 días. Una vez remitidos los antecedentes, se decretará 
radicatoria y remitirá (si corresponde) al asesor técnico para el respectivo dictamen 
fiscal. 
 
El recurso de casación se resolverá a través de la emisión de un auto supremo bajo 
las siguientes características: i) Declarándolo improcedente, ii) declarándolo infunda-
do, iii) anulando obrados, con o sin reposición y iv) casando el auto de vista. 
 
IV. DESAFIOS EN MATERIA DE RECLAMACIÓN O IMPUGNACIÓN TRIBUTA-
RIA  
 
Bolivia vive un proceso de bifurcación en materia tributaria. A partir del cambio de la 
Ley 1340 y la vigencia de la ley 2492 y 3092 que llevo a convivencia de un proceso 
contencioso tributario y una fase de impugnación administrativa. Así como la deroga-
ción por parte de la sentencia constitucional 967 de la Ley 212 que introdujo la figura 
del solvete repete. En este sentido, se plantean desafíos para la impugnación con el 
propósito de volverla más eficiente y eficaz en el proceso de emisión de sus fallos.  
 
En primer lugar y gran desafío del órgano judicial es cumplir con los tres preceptos 
del principio ubi ius, ibi remedium en el entendido de que los medios de reclamación 
o impugnación aseguren la protección de los derechos de manera efectiva en plazos 
razonables, aspecto que no se cumple por la carga procesal a la que se enfrentan los 
juzgados y el propio Tribunal Supremo de Justica. 
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la aplicación de un planteamiento de impugnación y proceso de emisión de resolu-
ción en línea, aspecto que se viene trabajando la vía administrativa, pero se descono-
ce el mismo en la vía judicial. Es decir que el contribuyente tenga la opción de plan-
tear su impugnación sin la presencia física de éste en las instalaciones de la AIT y 
que todo el proceso se lleve a cabo de manera virtual. Bajo este razonamiento, que el 
planteamiento sea con documentos cargados y enviados de manera virtual, la digitali-
zación de todos los documentos por parte de la Administración Tributaria y remisión 
a la AIT a través de medios electrónicos.  
 
Este desafío plantea el cambio en la legislación en el término de valor probatorio y la 
validez de los documentos digitales que plantearía la plena introducción y utilización 
de la firma digital; así como la introducción de la duda razonable por parte de uno de 
los actores en fase de impugnación sobre algunos de los documentos aportados o 
pruebas producidas, siempre cumpliendo con lo establecido en el marco del CTB. 
Este aspecto convertiría el proceso en mixto, es decir se tendría que presentar la prue-
ba física. 
 
La implementación de la impugnación en línea permitiría transformar todas las fases 
a través de la digitalización tanto en la presentación de alegatos que sean escritos y 
digitalizados; así como la presentación de los mismos a través de vídeos transferidos 
por la red en caso de que no pudiese implementarse video conferencias de manera 
directa entre la AIT, para el caso de las audiencias de alegatos orales. El contribuyen-
te y las administraciones tributarias tendrían la posibilidad de realizar vídeo confe-
rencia con las oficinas departamentales y regionales para que él contribuyente y la 
administración tributaria no se muevan de sus respectivos distritos o regiones.  
 
Asimismo, a aceptación del contribuyente que haya optado por esta modalidad, las 
notificaciones serán electrónicas teniendo plena validez de acuerdo al marco legal 
planteado y concordante con la LPA, adquiriendo plena validez de las actuaciones 
mientras dure la fase impugnatoria. 
 
Por otro lado, la documentación digital manejada será válida únicamente en instancia 
administrativa impugnatoria y solo las resoluciones de alzada y jerárquicas notifica-
das electrónicamente, en el primer caso cuando sea declarada firme y se convierta en 
título de ejecución será un instrumento público para la ejecución por parte de la ad-
ministración tributaria, en otro caso, éste será también impugnado en línea para que 
se vaya a un recurso jerárquico. Es importante señalar que la notificación electrónica 
con la resolución jerárquica se convierte en un instrumento que permita ser impugna-
do de manera física a través de un contencioso administrativo o un amparo constitu-
cional si lo consideran pertinente alguna de las dos partes y bajo los mecanismos que 
establezcan tanto el Tribunal Supremo de Justicia, como el Tribunal Constitucional.  
 
El procedimiento en línea brinda a su vez seguridad jurídica a todo el proceso de im-
pugnación, porque en todo momento las partes tendrían acceso a la documentación a 
portada por la parte contraria, y en su caso objetarla si es que existiese duda razona-
ble. La validez probatoria de la aportación de pruebas en línea a través de los medios 
tecnológicos disponibles, también tiene que ser reglamentada; así como la aplicación 
del principio de verdad material a través de la validación de documentación digital. 
 
A la par este desafío también implica el aplicar tecnologías de última generación tan-
to por parte de las administraciones tributarias como la aplicación y utilización de 
estos medios por parte de los contribuyentes que opten por esta vía.  
 
Un punto importante es la ejecutabilidad de la resolución jerárquica, que es suscepti-
ble a impugnación, en este caso la administración o contribuyente que decidan por 
esta vía tendrían que pasar toda la documentación física a los tribunales misma que  
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tiene que ser valida y corroborada por ambas partes  para que no se añadan más docu-
mentos de los ya conocidos en sede administrativa y no se cause indefensión a la parte 
contraria ni se tergiverse la decisión del tribunal administrativo en tanto que su Pro-
nunciamiento fue en base a documentos aportados por ambas partes de manera digital 
en instancia administrativa.  
 
V. CONCLUSIONES  
 
El presente documento sistematiza el estado, desafíos y convivencia de los medios de 
impugnación: administrativa versus la jurisdiccional, destacando la celeridad del pro-
ceso y el resguardo al derecho de ambas partes, al aplicarse el derecho administrativo. 
Así mismo, busca dar un desafío futuro en pro de la modernización de la impugnación 
en ambas vías a través de la implementación de la impugnación en línea, el cual re-
quería además una adecuación de normativa que regula la impugnación en fase admi-
nistrativa e implementación de mayores tecnologías de información.  
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